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Resumen
El propósito del artículo se orienta al estudio
de la proyección de las ideas desarrollistas sobre
la economía y la sociedad argentinas, particular-
mente en el ámbito del sector agropecuario
–sector dinámico por excelencia– durante las
décadas de 1950 a 1960: las proposiciones, las
estrategias implementadas y las secuelas más
significativas. El criterio a utilizar hace énfasis
en la consideración de las políticas públicas, no
meramente como procesos determinados por
factores que operan dentro de los límites terri-
toriales y legales del Estado, sino analizadas
como componentes y dimensiones de una red
global de relaciones de poder e intereses que
condicionan la lógica y la racionalidad que defi-
nen las articulaciones entre el Estado y la socie-
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Abstract
The purpose of this article is to study the pro-
jection of development ideas on the Argenti-
nean economy and society, particularly within
the sphere of the dynamic agricultural sector,
from 1950 to 1960: the goals, the strategies
implemented and the most significant effects.
The criterion to be used emphasizes the con-
sideration of public policies not only as processes
determined by factors that operate within the
territorial and legal limits of the state but an-
alyzed as components and dimensions of a
global network of power relations and interests
that determine the logic and rationality that
define the links between state and society
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Durante el periodo estudiado, el de-sarrollismo, como corriente delpensamiento económico, concibe
el desarrollo como un cambio de estructu-
ras. Las principales elaboraciones en este
sentido fueron realizadas por la Comisión
Económica para América Latina (CEPAL)
desde fines de la década de los cuarenta. A
partir de una especial interpretación de
los procesos que reglan las relaciones entre
los países centrales y los periféricos, pone
énfasis en un conjunto de reformas estruc-
turales que es necesario encarar de manera
global para superar, precisamente, los obs-
táculos para el desarrollo. En función de
ello elabora un diagnóstico de la situación
de la economía latinoamericana: se des-
taca su condición periférica, y a partir de
esta, los efectos en la economía inter-
nacional, derivando luego hacia la formu-
lación de prescripciones generales y es-
pecíficas para superar los principales 
problemas. Partiendo de la división inter-
nacional del trabajo y de la constatación
empírica de la existencia de términos de
intercambio negativos para los países
exportadores de productos primarios, se
constata que se dan fuertes oscilaciones en
el volumen de la demanda y de los pre-
cios internacionales de los mismos; ello
provoca fuertes contracciones en la capa-
cidad de importación y, por lo tanto, un
alto grado de vulnerabilidad externa y
grandes desequilibrios en el ritmo de fun-
cionamiento de la economía. También se
advierten severas restricciones estructura-
les en la transferencia del progreso técnico
de los países centrales a los periféricos,
debido a la mayor concentración de inno-
vación tecnológica en los productos indus-
triales que estos importaban. Ante este
estado de la cuestión, la solución no podía
ser otra que la industrialización, comen-
zando por aquel tipo de industria que
fuese capaz de sustituir los bienes impor-
tados más escasos y estratégicos. En estas
condiciones el funcionamiento de la eco-
nomía no podía ajustarse a los dictados
del mercado ni moverse erráticamente
conforme al interés privado de los empre-
sarios capitalistas, sino que era imperativo
que lo hiciese en el sentido necesario para
cerrar los baches del comercio exterior e
incorporar procesos productivos com-
plejos que elevasen el valor agregado
nacional, absorbiendo el mayor progreso
técnico posible. Esta industrialización pla-
nificada tenía además la ventaja de crear
puestos de trabajo en las ciudades, en un
momento en que la población se urbani-
zaba aceleradamente. Es así como la indus-
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trialización se convierte en el eje del pro-
yecto desarrollista, que perseguía la incor-
poración masiva de la técnica moderna, la
reforma agraria y la democratización polí-
tica. En efecto, el desarrollismo combinó
políticas de modernización y de expansión
industrial con la vigencia de instituciones
parlamentarias y prácticas electorales. En
el primer periodo doctrinario de la CEPAL
(1948-1955) las ideas básicas fueron la
concepción centro, periferia, la teoría del
deterioro de los términos del intercambio
y la interpretación del proceso de indus-
trialización de los países latinoamerica-
nos. A partir de este conjunto de ideas, la
CEPAL abrió el debate en torno a la necesi-
dad de una política deliberada y específi-
ca de industrialización, capaz de promover
la acumulación y el desarrollo de la región
y, también, en su calidad de organismo
supranacional de orientación y consulta,
generó una serie de recomendaciones de
política económica, cuyos tópicos concer-
nían a la planificación del desarrollo, la
protección del mercado interior, la inte-
gración latinoamericana, el financiamiento
externo, entre otros. Entre 1955 y media-
dos de la década de los sesenta la corriente
cepalina, al amparo del marco teórico
desarrollado en la etapa precedente, pro-
fundizó el análisis de lo que denominó los
obstáculos estructurales al desarrollo. Por
un lado atacó las cuestiones contenidas en
el concepto de estrangulamiento externo:
los desequilibrios de las balanzas de pago
de los países latinoamericanos, la asis-
tencia exterior, etc.; y por otro, centró su
atención sobre los obstáculos internos al
desarrollo latinoamericano: el subempleo,
la distribución regresiva del ingreso, la
marginalidad.
En síntesis, la política de desarrollo
habría de poner el acento sobre un con-
junto de reformas estructurales en la fun-
ción del Estado como orientador, promo-
tor y planificador y en un cambio y
ampliación sustancial de las modalidades
de financiamiento externo y del comercio
internacional. 
Esta corriente de ideas tuvo probable-
mente su culminación política en 1961
en la Carta de Punta del Este y en la con-
cepción inicial, y nunca realizada, de la
Alianza para el Progreso, ocasión durante
la cual los gobiernos latinoamericanos
–dentro de un nuevo esquema de coope-
ración internacional multilateral con Es-
tados Unidos– expresaron su decisión de
impulsar y realizar ese conjunto de polí-
ticas, utilizando la planificación como ins-
trumento para plasmarlas en la realidad.
Desde comienzos de la década de los
cincuenta el atraso relativo de América
Latina es creciente. En vísperas de lanzarse
la Alianza para el Progreso, a comienzos
de 1961, el escenario económico y social
no había variado, más aún, el momento
en el que surge este programa coincide
con una creciente inquietud popular y con
un proceso de inestabilidad política que
a partir de entonces se acentúa en Brasil,
El Salvador, Guatemala, Santo Domingo,
Colombia, Venezuela, Argentina y Perú;
todo ello en el contexto de una etapa de
consolidación y avance de la revolución
cubana.1
En la Declaración a los Pueblos de
América, donde efectivamente se acuerda
constituir la Alianza, los firmantes se com-
1 El propósito expuesto empezó a tomar cuerpo
cinco meses después en la Reunión Interamericana de
Punta del Este, en la que se aprobaron dos documen-
tos importantes: Declaración a los Pueblos de América
y Carta de Punta del Este, así como otras resoluciones
sobre asuntos más puntuales y específicos.
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prometen a perfeccionar y fortalecer las
instituciones democráticas; acelerar el
desarrollo económico y social; impulsar,
dentro de las particularidades de cada país,
programas de reforma agraria; asegurar a
los trabajadores una justa redistribución;
acabar con el analfabetismo y extender la
educación a todos los niveles; reformar las
leyes tributarias para exigir más a quie-
nes más tienen; mantener una política
monetaria y fiscal que defienda el poder
adquisitivo de las mayorías; dar rápida y
duradera solución al problema de las va-
riaciones excesivas de los precios de los
productos latinoamericanos de exporta-
ción, y acelerar la integración de América
Latina.2 No cabe duda de que los pro-
cesos que aquí se enuncian son gravitan-
tes, pero admitir la significación de tales
medidas es mucho más factible que com-
probar su viabilidad.
El golpe de Estado de 1955 en Argen-
tina que derrocó al gobierno peronista,
expresó fundamentalmente un cambio en
las relaciones de fuerza a escala local, lo
que se manifiesta en la toma de medidas
de política económica tendentes a neutra-
lizar los pilares esenciales del modelo capi-
talista de Estado, procurando dinamizar
el papel del sector privado en la econo-
mía. Ello se inserta en un marco más ge-
neral –desde fines de la década de 1950
y durante la de 1960– en el que la ideo-
logía liberal y el desarrollismo redefinen 
la nueva inserción dependiente de la 
economía argentina, en la fase de la inter-
nacionalización del capital bajo la hege-
monía de Estados Unidos.
La incorporación a este modelo de acu-
mulación, signado por la penetración de
las transnacionales como eje esencial, está
condicionada por dos tipos de procesos.
En primer lugar, un país que exhibe un
mercado interno amplio y con una deman-
da diversificada, recursos naturales dispo-
nibles, mano de obra calificada, economía
exportadora generadora de excedentes y
de divisas para hacer frente a los servicios
del capital extranjero, y un sector público
capaz de proveer los principales insumos
que el nuevo sistema de acumulación re-
quiere. En segundo lugar, y no obstante
las ventajas antes mencionadas, el país
también muestra una estructura social
compleja, en tanto interactúan un sector
terrateniente con experiencia para defen-
der los excedentes que genera, un sector de
la burguesía nacional no monopólica que
intenta buscar –cada vez con menos pro-
babilidad de éxito– mantener su presen-
cia en el mercado interno, y una clase
obrera organizada, comprometida con la
defensa de sus salarios reales y dispuesta a
movilizarse y a negociar para establecer
alianzas en defensa de sus intereses. 
Es evidente la complejidad de la nue-
va instancia económico-social y política.
Entre 1958 y 1962 el capital extranjero
cumple la función de hacer avanzar la cen-
tralización de los capitales y la concentra-
ción de la producción dentro de una eco-
nomía semicerrada como la argentina,
donde la competencia externa aún no se
exhibe como muy relevante. Era necesario
reordenar eficientemente el capitalismo
local, y en este sentido, la estrategia se-
guida por el desarrollismo busca articu-
lar simultáneamente los ingresos del sec-
tor agrario y los beneficios que imponía
la radicación del capital extranjero. Eran
variados los intereses a conciliar y los gru-
pos a articular, erigiéndose esta gama de
contradicciones en el desafío fundamen-
tal para la propuesta del desarrollismo en2 Aguilar, Problemas, 1979, pp. 31-33.
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el ámbito político. Además es de desta-
car que la etapa de industrialización se
caracteriza por el control que sobre este
proceso ejercen las firmas multinaciona-
les y por su orientación hacia el mercado
interno; se trata de la nueva estrategia del
gran capital internacional que apunta a 
la inversión directa en la producción, es-
pecialmente en los bienes de consumo
durable, aunque también se efectúan im-
portantes inversiones en química, petro-
química y siderurgia. Y en este contexto,
el Estado tiene el papel fundamental de
apoyo y ampliación del esfuerzo indus-
trializante. Así, el Estado invertirá en sec-
tores de infraestructura pesada, energía,
productos de base y transporte, que con-
vengan a los intereses de las grandes fir-
mas multinacionales, que se constituyen
en agentes muy dinámicos en el ámbito
económico.3
Es sobre la base de estos condiciona-
mientos teóricos internacionales, y del
contexto general del desarrollismo en
Argentina, que ha de ser considerada la
política agraria durante el periodo mencio-
nado. El tema no ha sido objeto de análi-
sis histórico específico. Lo que existe son
estudios referentes al ámbito más amplio
de América Latina –dentro del cual Argen-
tina es un caso casi atípico–, y referencias
a la política agraria un tanto aisladas del
programa integral del desarrollismo local
en la bibliografía general.
Además, si bien compartimos amplia-
mente el criterio según el cual el contexto
económico constituye un poderoso im-
pulso para promover reformas “estructu-
rales”, no basta por sí solo para redefinir
cuándo, cómo y en qué medida debe efec-
tuarse, por lo que es necesario completar
el análisis teniendo en cuenta un segundo
orden de factores contextuales internos:
estos son precisamente los de carácter polí-
tico y se articulan con la influencia que
ejercen las ideas, las fuerzas sociopolíticas
y las instituciones en la decisión e imple-
mentación de las políticas públicas. Es
fundante la capacidad de los gobiernos
para diseñar y ejecutar programas de desa-
rrollo, en tanto es ineludible la tarea de
remover todo tipo de obstáculos al pro-
ceso de modernización económica y social
iniciado en el periodo de la posguerra.
El aporte que se intenta generar es 
la investigación específica de la política
agraria durante el periodo 1958-1962,
articulada en un todo con el programa
socioeconómico y político del desarro-
llismo, pero partiendo de una perspectiva
analítica particular. En efecto, se tratará
de contemplar las referencias a los lími-
tes y condicionamientos que ponen las
específicas coyunturas económicas, tanto
internacionales como locales; pero tam-
bién a las opciones que se hacen desde el
Estado. En este sentido es necesario con-
siderar cómo las restricciones y/o limita-
ciones y las oportunidades que el contexto
exhibe, son evaluadas a partir de las ideas,
los intereses y los recursos de los elencos
3 Como resultado de esta ola de inversiones
extranjeras en la industria, se modifican las relaciones
de fuerza de la sociedad, sufriendo la clase dominante
argentina grandes cambios; ahora el capital extran-
jero será un nuevo agente socioeconómico del país;
esta burguesía internacional o internacionalizada, es
la que va a liderar, en este proceso, al empresariado
argentino. Del resultado de este proceso y del nuevo
papel del Estado, emergerá una nueva capa social en
relación con las otras capas dominantes en el control
del aparato del Estado; esa capa encontrará en Krieger
Vasena, en los años próximos, a su mayor exponente.
Quiroga, Estado, 1985, pp. 63-64. Véase también,
para este aspecto, Kossacoff y Aspiazu, Industria,
1989, p. 159.
gubernamentales; perspectiva que permite
apreciar que el peso de los condicionan-
tes aparece como inseparable de la per-
cepción que de ellos tienen los diferentes
actores políticos.
Se manifiesta en estos años un cambio
del régimen político, coexistiendo con la
continuidad de la intervención del Estado
en el proceso de desarrollo, lo que deriva
en un nuevo subtipo de Estado social: el
Estado desarrollista. En el contexto ge-
neral del desarrollo, adquiere centralidad
el proceso de modernización, considera-
da como una progresión objetiva de la 
historia que avanza sobre dos pilares esen-
ciales: el desarrollo económico y la demo-
cracia política. 
De allí la ineludible investigación en
torno a la política económica estatal, y
agraria en particular. En este marco inte-
resa analizar la naturaleza de los objetivos
entonces tenidos en cuenta, las políti-
cas implementadas para su concreción, y
fundamentalmente poder llegar a deter-
minar el impacto real sobre el sector
potencialmente afectado, vía expropiación
de grandes unidades de producción pri-
vadas, distribución de tierras públicas, y/o
colonización de nuevas tierras.
Es destacada la significación de cen-
trar el interés en el estudio de las políti-
cas públicas, en función de constituirse
–tanto las macroeconómicas como las
estrictamente agropecuarias, en un país
tradicionalmente agroexportador como
Argentina– en una de las variables fun-
dantes, aunque no exclusiva, para el cono-
cimiento de las características de auge o
de retracción productiva; y del impacto
sobre las distintas clases sociales del
ámbito rural.
La utilidad potencial del análisis histó-
rico que aquí se propone se manifiesta en
dos procesos: en primer lugar, ceñida la
investigación a las políticas públicas agra-
rias relacionadas con el factor productivo
tierra, creemos que pueden aportarse con-
tribuciones al conocimiento específico,
sobre todo porque en el periodo priori-
zado, se genera una proficua acción esta-
tal en torno a las políticas agrarias, que
potencialmente pueden continuar con el
proceso de transformación de la gran pro-
piedad que se viene dando desde la década
anterior, lo que implica modificaciones en
la naturaleza y dinámica de la clase domi-
nante argentina tradicional. En segundo
lugar, es central la revitalización de la dis-
cusión en torno a las características del
desarrollismo, y ello por dos razones: por-
que puede contribuir a la tarea de rein-
terpretación del fenómeno desarrollista
que lo recupere, a pesar de su fracasada
consolidación, en su carácter de una de las
alternativas históricas que se abrieron a
las sociedades más avanzadas de América
Latina, al clausurarse el periodo de cam-
bios sociales y políticos asociados con la
primera etapa de industrialización susti-
tutiva; y porque el caso del desarrollis-
mo sugiere una problemática más general
que en la actualidad adquiere una rele-
vancia especial, sobre todo para el Co-
no Sur: la posibilidad de que regímenes
basados en la vigencia de alguna moda-
lidad de democracia política no están
necesariamente vinculados a la satisfac-
ción de demandas que postulen el lo-
gro de formas de organización social más
igualitarias.4
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4Asborno, Moderna, 1993; Bustelo, Teorías, 1998;
Cavarozzi, Capitalismo, 1996; García, Estado, 1994;
Graciarena, “Estado”, 1990; Jozami, Paz y Villarreal,
Crisis, 1985; Sunkel, Subdesarrollo, 1984, y Torre,
Proceso, 1998.
132 SILVIA B. LÁZZARO
LA POLÍTICA AGRARIA DEL DESARROLLISMO
DURANTE LOS AÑOS DEL GOBIERNO
DE ARTURO FRONDIZI
Las propuestas iniciales
El periodo del gobierno de Frondizi, en
el ámbito de la política económica, es sus-
ceptible de ser dividido en dos etapas. En
primer lugar, los meses iniciales, en los
cuales la administración de la Unión Cívi-
ca Radical Intransigente (UCRI) intenta
llevar a la práctica el programa elecciona-
rio. En segundo lugar, el resto del periodo,
hasta el nuevo protagonismo en la vida
política del país de las Fuerzas Armadas,
en 1962, durante el cual se aplicaron pla-
nes de estabilización monetaria sobre la
base de las recomendaciones del Fondo
Monetario Internacional (FMI).
A partir de la reorganización de los par-
tidos políticos autorizados después de la
veda impuesta por el gobierno del ge-
neral Ramírez en 1943, la Unión Cívica
Radical (UCR) comienza un proceso ten-
dente a su reestructuración. Y es este el
punto de partida para el surgimiento de dos
líneas dentro del partido: el unionismo y la
intransigencia. El primero, más proclive a
imponer la unidad partidaria excluyendo
núcleos internos, propicia la formación de la
Unión Democrática con otras fuerzas polí-
ticas para enfrentar al peronismo en las elec-
ciones. En cambio, la intransigencia rechaza
todo pacto o acuerdo electoral y propone la
renovación del programa de la UCR, confor-
mándose el Movimiento de Intransigencia
y Renovación, a comienzos de 1945. Este
lanzamiento se produce con un documento
denominado Declaración de Avellaneda.5
Esta, conjuntamente con los documentos
Profesión de Fe Doctrinaria, Bases de Ac-
ción Política, y Declaración Política –que
se promulgan en 1947 en el marco del
Primer Congreso Nacional del Movimien-
to de Intransigencia y Renovación (MIR)–
constituye lo que se conoce como la Carta
de Avellaneda.6 Fue este el manifiesto
5 El documento fue inicialmente suscrito por
Frondizi, que fue su redactor, y por otros militantes
significativos, tales como Moisés Lebenshon, Crisólogo
Larralde, Ricardo Balbín, Francisco Rabanal, Oscar
Alende, Aritóbulo Araoz de Lamadrid, Celestino Gelsi
y Luis Mac Key. En esta Declaración de Avellaneda,
los intransigentes plantean –entre los aspectos esen-
ciales– que la UCR era la herramienta por excelencia
para instaurar una democracia política, económica y
social en Argentina; que era imprescindible levantar
todo impedimento para la libre manifestación de los
derechos constitucionales; que resultaba imperioso el
restablecimiento de la unidad partidaria, pero sobre
la base de una vuelta a la doctrina y una reorganiza-
ción que ubicara en los lugares de conducción a hom-
bres con probada trayectoria principista; a la vez que
se reivindicaba el régimen republicano, representa-
tivo, federal y parlamentario, fundado en el voto
secreto, universal y obligatorio.
6 En “Profesión de fe doctrinaria” –redactada por
Frondizi, Antonio Sobral y Gabriel del Mazo– los
intransigentes afirman que el radicalismo, y no el
peronismo, era la verdadera corriente histórica de la
emancipación nacional, heredera del federalismo y
depositaria de la gesta para constituirse como nación
dueña de su patrimonio y de su espíritu; que la UCR
no era un simple partido, ni una parcialidad que lucha
en su beneficio, sino una concepción de vida que hacía
de la política una creación ética, y que por eso no se
divide según las parcialidades de clases, de razas, ni de
oficios, sino que atiende al hombre como hombre,
como dignidad; que el partido luchaba por la libera-
ción de todas las formas degradantes del imperialismo
y del absolutismo en todos sus aspectos. En “Bases
para la acción política” –redactada por Frondizi,
Lebenshon y del Mazo– los intransigentes proponen
el sufragio femenino, reivindican el federalismo, la
normativa que asegurara la intervención de los ciuda-
danos en la vida interna de los partidos, la democra-
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tización de la cultura y la organización de una demo-
cracia económica, controlada por los órganos repre-
sentativos de la voluntad popular y puesta al servi-
cio del pueblo y no de grupos y minorías; también
propone la nacionalización de los servicios públicos,
energía, transporte, combustibles, y de aquellas con-
centraciones capitalistas que constituyen cárteles o
monopolios, resguardando en tal forma al ámbito de
la iniciativa privada en su realidad creadora. En
“Declaración política del Congreso” –redactada por
Lebenshon– se parte de una fuerte crítica respecto al
régimen gobernante, pero que rápidamente cambia de
signo, hasta convertirse en autocrítica, es decir, en
crítica a la dirigencia unionista. Véase Landaburu,
Alternativa, 1999, pp. 235-237. 7 Szusterman, Frondizi, 1998, pp. 70-72.
indiscutido de los dos partidos que sur-
gieron de la división de la UCR en 1956,
y de hecho se constituirá en la plataforma
electoral de los años venideros. Los prin-
cipales temas en torno al ámbito econó-
mico y social a los que allí se hace refe-
rencia son los siguientes: en primer lugar
se parte de la concepción de la economía
como un medio para alcanzar fines supe-
riores, tanto individuales como colecti-
vos. En este marco general y respecto a la
cuestión agraria se afirma que la tierra será
para los que la trabajan, individualmente
o sobre bases cooperativas, y dejará de ser
utilizada en negocios especulativos; y es
aquí donde se hace explícita referencia a la
necesidad de una reforma agraria inmediata
y profunda; a la exigencia de que la circu-
lación y comercialización de su produc-
ción esté en manos de grandes cooperati-
vas de productores y consumidores bajo
control y con la participación del Estado;
a la prohibición a las sociedades anóni-
mas de ser propietarias de latifundios,
liquidando a las actuales que lo sean, con
el fin de incorporar sus tierras a un régi-
men de reforma agraria. En segundo lugar,
se advierte como impostergable el proceso
de nacionalización de los recursos natura-
les, señalándose que todas las fuentes de
energía natural, las empresas públicas y
los monopolios nacionales y extranjeros
que impiden el desarrollo económico del
país serán nacionalizados, y entregada su
administración a las provincias, los muni-
cipios o las cooperativas. Seguidamente se
propone la defensa de las pequeñas empre-
sas independientes, asegurándose a todas
las actividades económicas no inclui-
das en el proceso de nacionalización la más
amplia libertad económica, sin barre-
ras artificiales creadas por el gobierno, por
intereses especulativos o por el gran capi-
tal. En tercer lugar, se aboga por un desa-
rrollo industrial global, pero no basado
en el bajo nivel de la vida de los trabaja-
dores, ni cuando resultara perjudicial para
los intereses generales. En este sentido
debía arribarse a una democratización
industrial a través de la participación de
técnicos, empleados y obreros en la direc-
ción y utilidades de las empresas, con
libertad sindical y derecho a huelga. Y
finalmente, en cuarto lugar, plantea la
urgencia de una reforma financiera e im-
positiva, de modo tal que el sistema resul-
tara progresivo para las rentas no ganadas
con el trabajo personal.7
En torno al ámbito estrictamente agra-
rio, en Avellaneda se aprueba la adqui-
sición de latifundios para lotearlos con
sentido social, pero deflacionándolos pre-
viamente, lo que implicaba, en principio,
un sesgo expropiatorio. También se aprue-
ba la revisión del régimen de concesiones
de la tierra pública para su reordenamien-
to, eufemismo que también se acerca al
proceso de expropiación, definiendo nue-
vas unidades de producción que serían
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adjudicadas en arrendamientos vitalicios.
Y por último, se propone “fomentar la
explotación colectiva de la tierra para
lograr una producción económica y una
realidad agraria con sentido de coopera-
ción democrática”.8
Nuevas concepciones de la Unión Cívica
Radical Intransigente en torno al problema
agrario. Arturo Frondizi y Rogelio Frigerio:
ideas consensuadas
El giro dado por Frondizi en este ámbito
se hace manifiesto ya en el mensaje inau-
gural ante la asamblea legislativa el 1 de
mayo de 1958.9 Sobre la base de un diag-
nóstico acerca del panorama económico
del momento, en el que remarca la situa-
ción dramática de la economía, el de-
sequilibrio entre las reservas del Banco
Central y las obligaciones de forzoso cum-
plimiento y la vigencia de un proceso
inflacionario agudo –procesos que pueden
derivar en una situación de cesación de
pagos internos y externos–, enumera y
analiza los esenciales problemas que han
de afrontarse en el corto plazo: los gastos
públicos y el déficit presupuestario, la
balanza de pagos, la inflación creciente y
los “males de la burocracia”, a la que debe
enfrentarse, dándole un fuerte impulso a
“la actividad privada de carácter produc-
tivo”;10 para enumerar luego los princi-
pales cauces por los que han de orientarse
las políticas respecto al comercio exterior,
las finanzas, las inversiones extranjeras, las
fuentes energéticas y mineras, y la side-
rurgia nacional. 
Al referirse al agro, ubica a esta activi-
dad dentro de un cuadro de “integración
económica que constituye la clave del
desarrollo nacional”. Dentro de este
marco, el agro amplía y profundiza su fun-
ción económica y cobra nueva signifi-
cación como factor de progreso técnico y
social.11 Por haberse demorado en exceso
el desarrollo energético e industrial –ex-
presa Frondizi en 1958– la economía
argentina sigue descansando en gran parte
sobre lo que produce el sector agropecua-
rio, que actualmente ocupa a 20% de la
población; de la riqueza generada por este
sector provienen los recursos externos del
país, que son aprovechados por toda la
población; y esta transferencia de ingre-
sos acarrea crecientes penurias económi-
cas al productor agrario; el remedio para
esta situación pasa por elevar la capacidad
productiva de todos los sectores económi-
cos, promoviendo un crecimiento armó-
8 Landaburu, Alternativa, 1999, p. 239.
9 Aparentemente los cambios que se produjeron
en el pensamiento de Frondizi y que lo condujeron a
desnaturalizar la plataforma del partido, comenzaron
a partir de su encuentro con Rogelio Frigerio, a co-
mienzos de 1956, al parecer exitoso hombre de nego-
cios y defensor a ultranza de los intereses de la bur-
guesía industrial argentina. Tuvieron coincidencias
importantes en lo que se refiere a los problemas nacio-
nales: ambos consideraban que había que superar los
errores de la vieja política argentina, particularmente
la estrategia de los gobiernos populares que históri-
camente concentraron su lucha contra el librecam-
bismo conservador sobre la base de programas carac-
terizados por una gran intervención estatal con el
objetivo de lograr una redistribución del ingreso
nacional que tuviera en cuenta los intereses de las cla-
ses más bajas. Para Frigerio y Frondizi la prioridad
no es la distribución, sino la producción, ya que no es
suficiente una justa distribución populista sin una
verdadera generación de nueva riqueza. Acuña,
Frondizi, 1984, t. I, p. 87.
10 Frondizi, Mensajes, 1978, pp. 20-28.
11 Ibid., p. 37.
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nico e integral de todo el país; ese desa-
rrollo significará también progreso para
el agro, en tanto permitirá tecnificar y
mecanizar, diversificar la producción e
incorporar a la vida del hombre de campo
todas las ventajas de la civilización; ele-
vación del nivel de vida que implicará una
ampliación del mercado del consumo
interno. Pero más allá de las conquis-
tas técnicas –afirma Frondizi– deberá
resolverse
el más agudo problema que aqueja actual-
mente a trabajadores y productores rurales:
el acceso a la tierra por cuantos quieran
hacerla producir, y la estabilidad del hom-
bre de campo y su familia en la tierra que
trabaja.12
Es evidente ya la transición desde una
reforma agraria inmediata y profunda hacia
otro proceso en el que lo central es la bús-
queda de una solución al problema del
acceso a la tierra que brinde los requisi-
tos indispensables para todo progreso,
tales como la seguridad y la estabilidad.
Estos conceptos de Frondizi son am-
pliamente reforzados en años posteriores,
exhibidos como líneas de acción ineludi-
bles en torno a la resolución del problema
agrario. Y en este contexto se priorizan
aspectos tales como la necesidad de incre-
mentar la producción a través de la incor-
poración masiva a la tierra de capital y de
alta tecnología, para terminar con el “dolo-
roso anacronismo del carácter extensivo
de nuestras explotaciones”;13 la articula-
ción entre propiedad y estabilidad, con el
fin de evitar confusiones entre la estabi-
lidad en la tierra que se explota y la pro-
piedad de la misma; sin duda, afirma
Frondizi, la propiedad es una condición
de seguridad y estabilidad, pero no en un
sentido absoluto, en tanto que la estabili-
dad es un problema de carácter económico
social y no jurídico contractual; es decir,
que el sistema de arriendos perfectamente
puede ser, dadas las condiciones impres-
cindibles, tan estable como el de pro-
piedad; la relación entre propiedad y tec-
nificación, en tanto es factible comprobar
que, en general, el progreso tecnológico
no ha seguido ni de cerca el incremento de
propietarios de la tierra; que el número
de tractores y maquinarias en general es
mucho mayor en las zonas típicas del
arrendamiento, en la zona cerealera concre-
tamente; y que la tecnificación se impone
con lentitud en la ganadería, rubro en el
cual es abrumadoramente mayor el nú-
mero de propietarios. Es que el mayor o
menor grado de tecnificación –argumenta
Frondizi– tiene origen no en la actividad
agropecuaria misma, sino en la industria.
Por lo tanto, la industria integrada en to-
das sus partes (siderurgia, metalurgia,
maquinaria y química), y un sistema de
transporte fluido, provocará inevitable-
mente un proceso de tecnificación agra-
ria, “indistintamente del régimen jurídico
de tenencia de la tierra”.14 El problema
agrario nacional conlleva una estrategia
que puede expresarse en la siguiente fór-
mula: mejor productividad, mayor pro-
ducción. Es en función de esta estrategia
que deben atenderse todos los problemas
existentes, entre los cuales uno muy rele-
vante es el de asegurar la estabilidad del
arrendatario en el predio; si bien es este
un viejo problema nacional, en torno del
cual existe una legislación bastante com-
12 Ibid., pp. 37-38.
13 Frondizi, Problema, 1965, p. 13. 14 Ibid., p. 16.
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pleta, la realidad social y económica no es
tan alentadora. La estabilidad genuina del
arrendatario habrá de depender del desa-
rrollo de la explotación, de su capitali-
zación, la que le permitirá defender su
seguridad desde una posición sólida; esta
seguridad supone, también, atender las
exigencias de los nuevos precios del arren-
damiento, que no pueden sustraerse inde-
finidamente a las leyes de mercado, tanto
por razones equitativas como por razones
de interés general en lo relativo al mejor
y más eficiente aprovechamiento del
campo argentino.
Nosotros consideramos –asevera Frondizi–
que sigue siendo un principio teóricamente
correcto el de que la tierra debe ser para
quien la trabaja. Pero ello dentro de un espí-
ritu de dinámica transformación de un país
en desarrollo, esto es para que produzca más
y mejor, lo cual no depende, ni mucho
menos, del cambio de relación jurídica que
va del arrendatario a la propiedad.15
La producción agraria continúa siendo
una de las más importantes en el país y la
principal fuente de divisas; por lo tanto es
fundamental la elaboración de una política
que tenga en cuenta los datos objetivos de
la realidad y “se aparte de las doctrinas agra-
ristas incorporadas indiscriminadamente a
las plataformas de los partidos”.16
La política agraria entraña una reforma
real y profunda, en tanto que al multipli-
car la productividad y la producción, eleva
el nivel de la vida del hombre de campo,
en su condición de productor, no de pro-
pietario. En efecto, tal política no persigue
beneficiar al propietario de la tierra por
serlo, sino en tanto la trabaje y la haga
producir, no estimulando la especulación,
sino desalentándola. Propietarios y arren-
datarios agropecuarios se beneficiarán por
igual, en tanto todo el capital disponible
se introduzca en el sector para mejorar las
condiciones técnicas, “y no se distraiga 
en cambiar la condición jurídica de la te-
nencia de la tierra”.17
Las soluciones para el problema agra-
rio se reducen a conseguir que la tierra
produzca en las mejores condiciones posi-
bles de economía, para lo cual es impres-
cindible desalentar tanto el latifundio
como el minifundio improductivo, incre-
mentar la tasa de capital-hombre ocupado
y dotar al campo de instrumentos moder-
nos de producción; en este sentido, la ver-
dadera reforma agraria es la que en su
aspecto económico provee al productor los
recursos financieros y técnicos necesarios
para hacer de su actividad una verdadera
empresa moderna y de alto rendimiento;
es la que en el aspecto social transforma
la comunidad rural proveyéndola de ener-
gía, caminos, vivienda, transportes, escue-
las, teatros, radio, televisión, dando a la
familia campesina idénticos sentimientos
de seguridad y de constante perfecciona-
miento de su vida material y espiritual de
que gozan las comunidades urbanas desa-
rrolladas.18
15 Ibid., p. 28.
16 Ibid., p. 42.
17Ibid., p. 28. En 1955, y consecuente con las
ideas planteadas en Avellaneda, Frondizi expresa lo
siguiente: “A lo largo de nuestra historia los privile-
gios económicos representados por el latifundio, los
monopolios y la penetración imperialista han actuado
como factores paralizantes. El desarrollo nacional exige
bases económicas renovadas que se alcanzarán en
buena parte con la extirpación de privilegios, mono-
polios y la sanción de una profunda reforma agraria”,
en Frondizi, Odio, 1955, p. 26.
18 Frondizi, Problema, 1965, p. 42.
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Rogelio Frigerio19 analiza el problema
agrario desde una perspectiva particular,
definiendo sus ideas como “enteramen-
te diferentes” respecto a las que vienen
postulando “desde hace muchos años los
teóricos de la llamada reforma agraria,
caballito de batalla de la programática
reaccionaria de las tituladas izquierdas
argentinas”.20
No sólo en este tema del agro, sino 
en todo su planteamiento económico y
social –afirma Frigerio–, “la izquierda
criolla –desde los comunistas y socialistas
hasta los Radicales del Pueblo–” se coloca
en un terreno cada día más anacrónico y
divorciado de la realidad.21 El tema de la
reforma agraria ha sido repetido hasta el
cansancio por socialistas, comunistas,
demócratas progresistas y honrados refor-
mistas agrarios: se ha preconizado desde
la expropiación lisa y simple de los latifun-
dios, sin ningún tipo de indemnización,
hasta la parcelación de las grandes propie-
dades, transformándolas en chacras y
poniéndolas al alcance del hombre de
campo mediante un sistema de crédito a
largo plazo y bajo interés, cuya síntesis
estricta es que los arrendatarios y aparce-
ros convertidos en propietarios, pagarían
las cuotas del precio al banco durante 30
años, y este anticiparía la totalidad del
precio al terrateniente. Unos y otros –pro-
sigue Frigerio– han incurrido en el mismo
error: “aislar el problema agrario, que es
un problema de desarrollo, del problema
que implica el desarrollo nacional en su
totalidad”,22 siendo el común denomina-
dor de todos ellos que hacen del problema
agrario un problema tan sólo de propiedad
de la tierra, sin preocuparse por empla-
zarlo dentro de un marco nacional, y cir-
cunscribiéndolo a un conflicto jurídico de
propiedad. Lo que los reformistas agrarios
actuales no han de perder de vista es que
el agro está íntima e indisolublemente
unido a toda la economía nacional. Sin
industrialización –asevera– no hay desa-
rrollo de la agricultura, lo que equivale 
a afirmar que toda concepción científica
de una reforma agraria parte de la indus-
tria pesada y no de la inversión de estos
términos como lo plantean los reformistas:
“reforma agraria para llegar a la industria-
lización”, contra la tesis correcta “indus-
trialización para llegar al desarrollo del
campo”.23 En un análisis objetivo y real
de los problemas del campo, la propiedad
de la tierra no aparece como razón deter-
minante en las soluciones que se pueden
arbitrar; en cambio, se manifiesta como
pretexto para aislar los problemas del
campo de los problemas del desarrollo
general del país que, porque los contie-
nen, implican una solución.
En la concepción de Frigerio no exis-
te una cuestión agraria separada de los
problemas genéricos de la economía nacio-
nal, en tanto el obstáculo es uno solo,
tanto para el agro como para la indus-
tria: el subdesarrollo. Ambas actividades
carecen de capitales suficientes, tecnolo-
gía, organización empresaria e infraestruc-
19 Frigerio fue nombrado en la Secretaría de
Relaciones Económico-Sociales, cargo que Frondizi
le otorga a la medida de quien debería manejar la
negociación con los inversores extranjeros. El frige-
rismo se convirtió, con la anuencia de Frondizi, en
un grupo de oposición dentro de la UCRI al Programa
de Avellaneda, de orientación socializante, y que en la
opinión del nuevo grupo se caracterizaba por su voca-
ción estatista y populista. Acuña, Frondizi, 1984.
20 Frigerio, “Reforma”, 1965, p. 137.
21 Ibid.
22 Frigerio, Condiciones, s. a., p. 145.
23 Ibid., p. 149.
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24 Frigerio, “Reforma”, 1965, pp. 139-140.
25 Ibid., p. 142.
26 Frigerio, Integración, 1968, p. 43.
27 Frigerio, “Reforma”, 1965, p. 157.
tura. La enunciación de estas concepcio-
nes lo lleva inevitablemente a afirmar que,
en el caso del agro, no se trata de un pro-
blema de relaciones jurídicas del produc-
tor con la tierra ni es un problema de la
propiedad de esta, sino que el principal
escollo se asienta en la productividad de la
explotación agraria, y esta productividad
se incrementa con capital, maquinaria, fer-
tilizantes, plaguicidas, semillas seleccio-
nadas, transportes y caminos eficientes.
Sobre la base del anterior argumento
queda abiertamente planteada la absoluta
interdependencia del desarrollo del agro,
la minería y la industria; y la influencia
recíproca de un sector de la economía
sobre los demás. Por lo tanto, dentro de
esta política general, el agro es uno de los
factores de desarrollo, dependiendo su pro-
greso de los otros ya enunciados; y la solu-
ción, en todos los casos, es una sola: el
desarrollo económico, esto es, capitales,
tecnología, industria pesada.24
En este contexto, también el problema
social es uno solo; en efecto, el nivel de
vida de la población rural no mejora ni
cuando se divide la tierra ni cuando se con-
vierte en propietarios a los arrendatarios:
mejora cuando la tierra se explota como
una fábrica, con capitales suficientes, con
dimensiones económicas y fundamental-
mente con organización empresaria, no
importa quién sea el propietario del fundo.
En efecto, el pequeño propietario, hipote-
cado al banco, trabajando con su familia
en una chacra carente de electricidad y de
implementos mecánicos, “es más esclavo
de la tierra y vive peor que el asalaria-
do de las grandes explotaciones agrícolas
modernas o que el obrero industrial”.25
El problema del atraso, tanto en Ar-
gentina como en otros países de América
Latina, no reside en la cuestión de la mala
distribución de la tierra, sino que tiene su
punto central en la escasa productividad
de la misma, y esto no depende de que la
posean pocos o muchos individuos, sino
de la relación capital-hombre ocupado.
En efecto, fraccionar los latifundios no
equivale a multiplicar la productividad,
por el contrario, muchas veces equivale a
disminuirla, en tanto hacer propietario de
la tierra a un peón sin capital ni medios
para labrarla, no mejora su condición
socioeconómica ni beneficia a la comuni-
dad rural: es la incorporación masiva de
capital y de insumos tecnológicos lo que
transforma a un agro atrasado en una 
economía rural altamente productiva y
retributiva, ya sea para los propietarios,
arrendatarios o asalariados que participan
en la producción.26 En este sentido, y
siguiendo con su línea argumentativa,
Frigerio afirma que la comunidad rural se
arraiga al suelo no porque este le perte-
nezca en propiedad, sino porque funda-
mentalmente le produce beneficios.
Cuando se levante en nuestro campo, al lado
de la copa del ombú [...] la planta industrial
agropecuaria, habremos hecho la verdadera
reforma agraria, habremos redimido a la
comunidad rural, la habremos incorporado
a la civilización universal, habremos resuelto
de verdad, y no con esquemas anacrónicos,
el problema social del campesino.27
La necesidad de una política agraria
racional es apremiante. Argentina no pue-
de seguir viviendo de sus exportaciones
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28 Frigerio, Cuatro, 1962, p. 223.
29 Frigerio, Condiciones, s. a., p. 152.
30 El valor unitario de las exportaciones, con base
1950=100, descendió de 136.7 en 1948 a 82.4 en
1957; en cuanto al valor unitario de las importacio-
nes el índice respectivo aumentó de 6.5 en 1948 a
113.6 en 1957; por lo tanto la relación entre ambos
términos del intercambio descendió de 141.7 en 1948
a 72.5 en 1957; en esta evolución tan desfavorable
de la relación de precios después de 1948 se reflejan
dos fenómenos de distinto origen. Por un lado el
de granos y carne; el valor de esa exporta-
ción ya no es suficiente para financiar las
crecientes necesidades de importación de
materias primas industriales, combusti-
bles y bienes de capital; por consiguiente
no hay otra salida que sustituir importa-
ciones; ello sin perjuicio de incrementar
nuestra producción agropecuaria y abara-
tar sus costos para conservar y mejorar
posiciones en el mercado internacional.
No obstante, esto último depende de
nuestros potenciales progresos en el plan
de desarrollo que permitirán explotar
intensivamente el campo y producir a
menor costo para sortear con éxito la com-
petencia en los mercados internacionales.
En función de esto hay que archivar defi-
nitivamente la imagen de una Argentina
fundamentalmente agropecuaria y de un
sector industrial que abastece normal-
mente el consumo interno: esta imagen
idílica de Argentina simplemente ya no
existe. Pero la realidad muestra otro pa-
norama, en tanto persiste un país agro-
pecuario incapaz de incrementar su pro-
ducción y de colocarla en los mercados
externos a precios competitivos, con una
industria liviana que está estancada y que
ya no satisface las necesidades del mer-
cado interno. El agro y la industria, ase-
vera Frigerio,
necesitan hoy, no dentro de 20 años, el vigo-
roso desarrollo de la industria pesada, de
fuentes de energía, transportes y caminos.
Estas son las bases ineludibles de la supervi-
vencia y expansión de la economía argen-
tina en el mundo de la década del 60.28
Es imprescindible incrementar la pro-
ducción agropecuaria en tanto sus expor-
taciones siguen constituyendo el mayor
valor total de nuestras ventas en el exte-
rior; y en tal sentido la orientación del
desarrollismo es inequívoca: transformar
nuestra economía agraria atrasada en una
economía dominada por las formas indus-
triales, con alta tecnología, así como sus-
tituir la rémora de la explotación familiar
entonces dominante, por el concepto em-
presario moderno de la explotación rural.
“En lugar de intentos demagógicos de
reformas que solamente parcelan miserias,
buscamos la efectiva movilización de nues-
tro potencial agropecuario.”29
Principales iniciativas de política agraria
relacionadas con la tierra
El marco contextual más general que va a
condicionar las políticas públicas agrarias
se articula con la situación de estrangula-
miento de la economía, que deriva hacia
una insuficiente capitalización, y que se
atribuye principalmente a la conjugación
de factores tales como el sensible empeo-
ramiento de la relación de precios del
intercambio exterior, el descenso consi-
derable del volumen físico de las expor-
taciones, el desarrollo insuficiente de la
producción de petróleo y el inmenso cre-
cimiento de la demanda de productos
industriales.30 La CEPAL ha examinado las
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hecho de que la demanda de los productos agropecua-
rios que exporta Argentina tiende generalmente a
crecer con muy escasa intensidad a medida que
aumenta el ingreso por habitante de los países con-
sumidores, y aún no crece, como sucede en algunos
países, en el caso del trigo. A ello se agrega la revo-
lución tecnológica que se dio en varios países euro-
peos, cuyo aumento de productividad ha permitido
que se convirtieran en exportadores de algunos pro-
ductos que antes importaban, así como la forma polí-
tica proteccionista que se sigue para favorecer la pro-
ducción nacional. Junta, Producción, 1958, p. 40.
31 CEPAL, Desarrollo, 1958, p. 3.
32 Ibid., p. 8.
posibilidades de crecimiento y los medios
requeridos para lograrlo; ante todo el país
ha de corregir dos graves fallas que han
dificultado su crecimiento económico: la
insuficiencia de capital y la escasez de pro-
ductos intermedios; y las líneas de acción
han de conjugarse en tres campos diferen-
tes: la industrialización, el petróleo y la
tecnificación agraria; esta, juntamente con
el incremento de las exportaciones, la
explotación creciente de petróleo y la dis-
minución de importaciones, permitirán
hacer frente al aumento de las compras en
el exterior de bienes de capital y produc-
tos intermedios.31 También el estudio de
la mencionada Comisión pone en eviden-
cia el problema de una excesiva parcela-
ción de la tierra, sobre todo en la región
pampeana, donde casi dos tercios de las
explotaciones existentes en 1957 dispo-
nen de superficies inferiores a lo que se ha
considerado como unidad económica
–ámbito agrícola suficiente para la vida 
y absorción del trabajo de una familia ti-
po. Esta realidad exhibe la gravedad del
problema del minifundio que implica
consecuencias desfavorables sobre los ren-
dimientos y conspira contra la eficacia de
la tecnificación.32
El país debía encarar una nueva eta-
pa de su desarrollo económico en la que 
el agro tendría que ocupar un lugar de
preponderancia indiscutida; por lo tan-
to, el campo requiere un tratamiento ade-
cuado y la elaboración de un plan que
garantice “la civilización [...]Nuestro pro-
greso y el consumo popular, necesitan 
de una amplia y variada producción agro-
pecuaria.”33
A comienzos de mayo de 1958 se pre-
senta en la Cámara de Diputados un pro-
yecto –suscrito por los diputados Rodolfo
Carrera y Luis Mac Kay, ambos perte-
necientes a la UCRI– que tiende a la crea-
ción e implementación de un plan agrario
destinado a poblar el interior del país, sub-
dividir y explotar la tierra racionalmente,
industrializar el campo, estabilizar la
población rural sobre la base de la propie-
dad de la misma y generar mayor bienes-
tar a los trabajadores agrarios. La propie-
dad de la tierra –acota el proyecto– queda
sujeta a las limitaciones y restricciones
que se determinan en esta ley, “de acuerdo
con el interés colectivo y la función social
que debe cumplir”.34 Para la aplicación
de la misma se recrea el Consejo Agrario
Nacional (CAN), que funcionará autóno-
mamente y con jurisdicción en todo el
país. Respecto al CAN es de destacar que en
marzo de 1958 se le restituyen las funcio-
nes específicas de colonización, después
de experimentar, en su naturaleza y en 
su dinámica, sucesivas transformaciones
desde su creación en la década de 1940.
En lo que respecta a sus funciones, las más
significativas apuntan a administrar el
33 Bidoglio, “Reforma”, 1960, p. 103.
34 Congreso Nacional, Diario de sesiones de la
Cámara de Diputados, 1958, 2a. reunión del 7 de
mayo, p. 109.
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fondo general y los bienes, y adjudicar los
inmuebles; estudiar planes de construc-
ción de unidades rurales que contem-
plen aspectos tales como las características
agrícolas de cada zona, vías de comuni-
cación, distancia de los mercados consu-
midores, puertos de embarque y distribu-
ción; adquirir inmuebles públicos, pero
también privados, mediante compra
directa, licitación, remate público, o pro-
poner su expropiación al Poder Ejecutivo
Nacional (PEN); promover la supresión
progresiva de los latifundios constituidos
por las tierras que no cumplen su función
social; transformar a los productores arren-
datarios y aparceros en propietarios de las
tierras que cultivan; organizar la campaña
para aumentar la población rural del país;
estudiar las condiciones de trabajo de los
asalariados agrarios; fomentar el coopera-
tivismo en todas sus formas; propender
en las distintas colonias a la formación de
industrias rurales transformadoras, faci-
litando el crédito agrario directo. Los in-
muebles que se utilizarán a los fines de
esta ley son tierras fiscales aptas, las que el
Consejo adquiera por compra o sean ex-
propiadas, y las de dominio privado que
sean ofrecidas para ser incorporadas al régi-
men de colonización. Respecto a la expro-
piación, el Consejo queda facultado para
realizarla con previa autorización del poder
ejecutivo, y está orientada hacia aquellas
propiedades que, al momento de efec-
tuarse la expropiación, no fueran objeto
de una explotación agraria racional verifi-
cada directamente por su propietario o
que no cumplan con su función social; la
extensión mínima de las tierras a expro-
piar será de 1 000 ha, excepto en los casos
en que pertenezcan a sociedades anónimas
o comerciales (con excepción de las coope-
rativas), que estén ubicadas en zona de
regadío, que rodeen estaciones de ferro-
carril o que contengan la expansión de
centros urbanos, o sean aptas para la for-
mación de pueblos. En cuanto al precio
de la tierra que se expropie se fijan signi-
ficativas normas: el precio no será supe-
rior al valor de la valuación para el pago de
la contribución territorial, con exclusión
de las mejoras, ni al valor de su producti-
vidad apreciada en los diez años preceden-
tes al de la expropiación.35
Todo este programa –expresa Ricardo
Carrera, durante la fundamentación del
mismo– se encierra en el concepto una re-
forma agraria inmediata y profunda, que el
radicalismo incluyó en su programa de
1948, “y que el pronunciamiento popular
del 23 de febrero impone cumplir desde
el gobierno”.36 Este proyecto de ley de
colonización –aduce el diputado Carre-
ra– concreta una aspiración y una promesa 
largamente mantenida y expuesta en
muchos años de predicar la reforma agra-
ria en nuestra militancia partidaria. Es
interesante destacar algunos de los con-
ceptos entonces vertidos, en tanto de-
linean la postura tradicional del radica-
lismo respecto a la necesidad de la reforma
agraria, fundamentos que se exhiben total-
mente racionales, y van a ser desnaturali-
35 Ibid, pp. 110-119. También en el proyecto se
dejan especialmente consignados aspectos relaciona-
dos con las funciones y los deberes de los encargados
de aplicar la ley, las condiciones que han de tener las
tierras destinadas a la colonización, el modo de adqui-
rirlas, la forma en que ha de fijarse el valor de las tie-
rras colonizables y sus mejoras, la organización que
se implementará en las colonias, la adjudicación de
unidades económicas, las formas de venta y de pago,
el régimen financiero, la colonización en las provin-
cias, la colonización privada, etcétera.
36 Congreso Nacional, Diario de sesiones de la
Cámara de Diputados, 1958, Suplemento, p. 703.
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zados en poco tiempo por el frondicismo
en el poder.
a) Se alude, en primer lugar, a la vul-
nerabilidad de nuestra estructura econó-
mica, originada en el hecho de que somos
primordialmente un país agropecuario
que, por el escaso consumo nacional, debe
abocarse a la exportación, dependiendo,
en consecuencia, de los países que nos
quieran comprar.
b) Si se pretende democratizar nuestra
economía... debe comenzarse por una
reforma agraria que modifique la estrate-
gia extensiva en que un grupo minorita-
rio explota las mejores tierras.37
c) Menciona el diputado Carrera a los
afortunados dueños de estas insolentes rique-
zas, distinguiendo tres categorías de terra-
tenientes: en primer lugar, los más cono-
cidos, por antiguos, son los que originan
sus latifundios en las entregas de tierras
fiscales en enfiteusis desde el siglo anterior;
en segundo lugar están las sociedades anó-
nimas, extranjeras en su mayor parte, que
tienen –según datos suministrados por el
Ministerio de Agricultura de la Nación–
26 000 000 de ha; y en tercer término,
los inversores de los excedentes de sus
ganancias de la industria, que han com-
prado tierra para especular más adelante
con su mayor valor y que, por ahora, son
también ganaderos en gran escala.
d) Por estas razones esenciales se con-
sidera que la raíz del mal está en el régi-
men legal que regula la apropiación y
tenencia de la tierra, siendo las deficiencias
manifiestas de tal régimen las que han
permitido la subdivisión antieconómica
de las tierras que trabajan, en la miseria,
los minifundistas; y por el contrario, los
excesos del latifundismo sólo han sido
posibles porque no se han puesto vallas
en la ley a la libre comercialización de las
tierras que fatalmente lleva a la concen-
tración capitalista de tipo monopólico.
e) Para remediar este mal, el radica-
lismo sigue propugnando una reforma
agraria inmediata y profunda, que apunte
a la transformación del régimen de tenen-
cia de la tierra, y cuyos principales obje-
tivos son los siguientes: sanción de leyes
que establezcan el impuesto territorial
progresivo, sin límites de superficie, ingre-
sando lo que se recaude al fondo del órga-
no colonizador; las sociedades anónimas,
detrás de las cuales se ocultan muchos
terratenientes y muchos capitales extran-
jeros, son por su carácter innominado y
típicamente comercial, un factor perma-
nente de indivisión forzosa, y constituyen
una forma de explotación de la tierra que
debe suprimirse, expropiando sus latifun-
dios; el precio de las expropiaciones de
latifundios, que ha de pagarse con criterio
agrario, es decir, valor de productividad
y no de especulación o venal; los primeros
adjudicatarios de este plan de coloniza-
ción deben ser los 300 000 arrendatarios,
aparceros, tamberos, medieros que están
trabajando tierra ajena desde hace años;
deberán descentralizarse industrias trans-
formadoras de materias primas agrope-
37 Sobre la base del análisis de una serie de datos
que adjunta al fundamento del proyecto de ley, con-
cluye lo siguiente respecto a los extremos pernicio-
sos del minifundio y del latifundio: en el litoral
119 309 explotaciones de menos de 50 ha (41.7%)
tienen tan sólo 2 304 000 ha trabajadas (3.2%); y en
el otro extremo las grandes propiedades de los terra-
tenientes de más de 5 000 ha cubren 26.7% de la
superficie; si sumamos a este el de las propiedades
que tienen de 1 000 a 5 000 ha nos encontramos con
que explotan nada menos que 52.1% de toda la super-
ficie trabajada en el litoral, siendo apenas 10 014 pro-
pietarios, es decir, 3.5% del número total de produc-
tores. Ibid., p. 7700.
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cuarias (como lavaderos de lana, curtiem-
bres, molinos, fábricas de aceite, frigorífi-
cos regionales, etc.), que se han levantado
en los puertos de ultramar y contribuido
con ello a trasladar importante cantidad
de trabajadores a las grandes ciudades, que
debieron haber permanecido en los luga-
res donde se produce la materia prima; en
fin, nuestro derrotero –afirma Carrera–
apunta a:
emancipar nuestra economía agraria de la
dependencia de los mercados monopolistas
foráneos y de sus aliados internos: terrate-
nientes y frigoríficos extranjeros; luego crear
altos niveles de consumo nacional y ameri-
cano con una política económica de integra-
ción continental; y así emanciparnos del
imperialismo que nos oprime y nos man-
tiene en calidad de país económicamente
poco desarrollado.38
A finales de julio del mismo año 1958,
el Poder Ejecutivo Nacional presenta un
proyecto de ley similar al anterior –que
queda trabado en la instancia de la Comi-
sión de Agricultura y Ganadería–, aun-
que con algunas diferencias de fondo, que
permiten percibir el giro que el elenco
gobernante está experimentando en la
concepción y generación de políticas agra-
rias. En las consideraciones previas, se
exhiben algunos conceptos, que creemos
necesario destacar.
a) Sobre la base de la necesidad de
atender las demandas de tierras por parte
de los agricultores y sumar nuevas super-
ficies a la producción nacional, el proyecto
procura estructurar una verdadera ley de
producción para promover la mayor abun-
dancia de bienes, con vistas a fortalecer
principalmente el mercado consumidor
interno. 
b) El poder ejecutivo sostiene la nece-
sidad, en materia agraria, de propiciar toda
disposición que [...] estimule el mejora-
miento de la eficiencia productiva y el
consecuente adelanto tecnológico.
c) Debía regularse el régimen de la tie-
rra, haciendo que el dominio se oriente
hacia una función social, para desplazar la
propiedad especulación por la propiedad función
y generar un lugar de privilegio a los pro-
gresos de la técnica moderna, en tanto cul-
tivar la tierra con los nuevos métodos que
la ciencia sugiere, es un imperativo en esta
era de producción. 
d) En cuanto a los métodos de adqui-
sición de la tierra a colonizar, merece espe-
cial atención el régimen de expropiaciones
previsto: se excluye del mismo el concep-
to parcial de magnitud de los inmuebles,
para ponderar integralmente en cada 
caso, los distintos factores que concurren
a precisar el sistema conveniente de la pro-
piedad en explotación; en función de ello
es que se pretende proteger y fomentar
los esfuerzos, la inteligencia y la actividad
de los hombres de campo que transfor-
man las explotaciones, haciéndolas sus-
ceptibles de mayor progreso. 
e) Respecto al valor de la tierra colo-
nizable se adopta como norma el principio
de la productividad, en tanto la tierra es un
bien de producción y como tal debe ser
justipreciada: en efecto, otra apreciación
de valores al margen de los rendimientos
económicos derivados del trabajo, com-
promete el éxito de los futuros empresa-
rios y sería ajena a las reglas de equidad.39
38 Ibid., pp. 7687-7704.
39 No se habla aquí del valor de valuación en
función del pago de la contribución territorial, sino
que se estipula que el precio de la tierra que se
144 SILVIA B. LÁZZARO
f) Se contempla el problema de los
arrendatarios y aparceros exceptuados de
las prórrogas legales, a quienes se acorda-
rán preferencias para la adjudicación de
lotes; pero se aclara que esta preferencia
tiene por esencial objetivo “permitir la
continuidad de los arrendatarios y apar-
ceros en sus ocupaciones habituales y la
recuperación de sus inmuebles por parte
de los propietarios”.40
Si bien ambos proyectos –que los
hemos analizado aquí conjuntamente, en
tanto paradigmáticos en torno a las trans-
formaciones que está experimentando la
UCRI en el poder– presentan elementos
claves comunes, tales como la concepción
de la propiedad de la tierra en función
social, la propuesta de la expropiación bajo
determinadas condiciones, la preferencia
respecto a los productores arrendatarios
para que puedan acceder a la propiedad, se
advierten en el proyecto oficial algunas
afirmaciones u omisiones no menos sig-
nificativas; en efecto, en este último nada
se dice de las sociedades anónimas o
comerciales en relación con la expropia-
ción;41 ni tampoco se menciona, entre las
funciones del Consejo –como sí se hace
en el primer proyecto comentado– la nece-
sidad de promover la supresión progre-
siva de los latifundios. Se hace referencia
a que es esta una ley de producción y de
eficiencia productiva, obviándose hasta la
expresión de reforma agraria; se priorizan
las necesidades del mercado interno, omi-
tiéndose toda referencia a la dependencia
de nuestra economía en general, y agra-
ria en particular, de los vaivenes del sector
externo.
Esta Ley Agraria –como la denomina
Bernardino Horne, a la sazón a cargo de la
Secretaría de Agricultura y Ganadería de
la Nación– no es sancionada por el Con-
greso,42 a diferencia de la referida a sus-
pensión de desalojos de predios arrendados
o en aparcerías, que sí queda convertida
en Ley.43
adquiera para colonizar será fijado sobre la base de
los rendimientos físicos y el valor productivo prome-
dio de los últimos diez años, computándose, además,
el valor de las mejoras económicamente necesarias.
40 Congreso Nacional, Diario de sesiones de la
Cámara de Diputados, 1958, 29a. reunión del 31 de
julio, pp. 2053-2054. El proyecto es suscrito por A.
Frondizi, Emilio del Carril, Bernardino Horne y
Antonio López.
41 Respecto a las sociedades anónimas, a comien-
zos de mayo de 1958 los diputados Antonio Ravetti
y Juan Carlos Solanas, presentan un proyecto por el
cual se declara de utilidad pública y expropiada la
totalidad de la tierra de propiedad de sociedades anó-
nimas que tuviesen, en toda o en parte de su super-
ficie, arrendatarios o aparceros, y aquella que no fuera
objeto de explotación agrícolaganadera racional. El
poder ejecutivo debía tomar posesión de esas tierras
expropiadas, transferirlas al CAN, el que procedería a
la colonización de las mismas, beneficiando, en orden
de importancia, a los actuales ocupantes de los predios
ocupados, a los arrendatarios comprendidos en la
excepción a la prórroga prescripta en la ley 13.246, a
los hijos de los agricultores, a los peones rurales que
soliciten su afincamiento y a los egresados de institu-
tos de enseñanza oficiales, especializados en técnicas
agrícologanaderas. A partir de la sanción de la pre-
sente ley, las sociedades anónimas no podrán explotar
en carácter de arrendatarios o aparceros predios rurales.
Congreso Nacional, Diario de sesiones de la Cámara de
Diputados, 1958, 3a. reunión del 9 de mayo, p. 149.
42 Véase al respecto, Horne, Democracia, 1962,
p. 13.
43 Congreso Nacional, Diario de sesiones de la
Cámara de Senadores, 1958, 19a. reunión, del 26 
de julio, pp. 520-533. Diario de sesiones de la Cámara
de Diputados, 1958, 29a. reunión del 31 de julio, pp.
2138-2196. Esta ley deroga los decretos-leyes que
prorrogaron los contratos anteriores a septiembre del
58 hasta el año agrícola 1961-1962, hasta 1964-1965
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Si los trabajadores del campo hubie-
sen tenido la participación orgánica que
deben tener en el gobierno, sus represen-
tantes habrían impuesto la sanción de
aquella ley. Es por ello que Horne, en
1962, se moviliza para auspiciar la fun-
dación del Partido Social Agrario, y entre
sus preocupaciones se manifiesta la
urgente necesidad de realizar y consolidar
una reforma agraria que –en vistas de la
indiferencia de cierto sector del gobierno–
“hoy consideramos casi imposible si los
habitantes de la campaña no se organizan
hasta constituir una fuerza política, ade-
más de económica y social, capaz de gra-
vitar directamente sobre el gobierno”.44
En este sentido, el Partido Social Agra-
rio ha de ser un instrumento político-
social
para la gente de trabajo, tanto la del campo
–sin cuya liberación nada podría solucionar
el país– como la de la industria; y se pro-
pugna, como único medio para sanear la 
economía argentina, la liberación del campo
y su desarrollo orgánico progresivo, en con-
diciones de igualdad con el resto de las fuer-
zas productoras del país.45
El gobierno aplica a partir de mayo de
1958 ideas de un plan de desarrollo –dice
Horne– que comprende especialmente la
extracción de petróleo, apoyo a la indus-
tria, a la siderurgia y ampliación de la pro-
ducción de energía; frente a esta política
de expansión industrial:
¿Qué medidas se han tomado para que a la
vez se adopten resoluciones o se planifique
en el terreno agrario, con el objeto de im-
pulsar una producción abundante? [...]
¿Puede el país continuar así? ¿Puede ha-
blarse de desarrollo o de expansión sin un
plan agrario o una política agraria que im-
pulse el progreso del campo, que aumente el
área sembrada y los índices de productividad
y que busque el afianzamiento de la ganade-
ría en forma equilibrada? [...] ¿Puede el país
permanecer impasible ante la paralización
de su crecimiento agropecuario y a la eva-
sión continua y permanente de la juventud
campesina a las ciudades?46
Sobre la base del análisis de esta situa-
ción, es que el Partido Social Agrario pro-
pone un proceso de transformación agraria
que conduzca al desarrollo integral del
agro, fundado en la práctica de una autén-
tica democracia que seguramente acabará
con aquella vieja estructura agraria que
sólo sirve para hacer perdurar un régimen
económico que produce poco y que
fomenta el urbanismo desmedido, en des-
medro del bienestar social.47 La reforma
si el propietario rechazaba la oferta de la compra del
arrendatario, y hasta 1966-1967 si el contrato era
posterior a 1953 y la oferta de compra era rechazada
por el propietario. Además se mantienen las reduccio-
nes del monto de la renta en los contratos de aparce-
ría y mediería y libera, en cambio, los contratos de
arriendo, lo que hizo aumentar los ingresos reales de
los propietarios comprendidos bajo la ley. El objetivo
explícito de este Plan de Transformación Agraria es
que los arrendatarios pasaran a ser propietarios, con
rigurosas formalidades en los plazos y la obtención
de créditos para los pagos, con excepciones impositi-
vas para vendedores o compradores.
44 Horne, Democracia, 1962, p. 11.
45 Ibid., p. 13.
46 Ibid., pp. 40-42.
47 La transformación agraria propuesta tiene como
puntos fundamentales los siguientes: propiciar el régi-
men de propiedad privada con sentido social; dividir
latifundios improductivos; agrupar los minifundios
en unidades de producción adecuadas a la familia
rural; fomento de las organizaciones cooperativas de
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agraria –afirma Horne en este contexto–
significa fundamentalmente innovaciones
en las prácticas rurales... no se la concibe
como una simple subdivisión de la tierra,
siendo su base de sustentación la propie-
dad concebida en función social. 
No obstante la homogeneidad de cri-
terios respecto a la Ley Agraria de 1958,
que finalmente no se sanciona y que
Horne suscribe entonces como secretario
de Agricultura, hay un aspecto sobre el
que realiza una oportuna diferenciación;
en la Ley de Colonización de 1940 se esta-
blece que el Consejo Agrario Nacional
podría realizar expropiaciones en los casos
en que las tierras no hayan sido objeto de
una explotación agraria racional verificada
directamente por sus propietarios, y a
extensiones que excedieran de 2 000 ha
de superficie: en este caso el interés social
de distribuir tierras a los auténticos agri-
cultores desplazó el derecho de retener su
inmueble al particular que la trabajara
racionalmente y prácticamente se consi-
deró latifundio a toda magnitud superior
a las 2 000 ha. Por el contrario, en 1958,
en el proyecto del poder ejecutivo, la limi-
tación de las 2 000 ha desaparece, y bas-
tará que un inmueble sea objeto de una
explotación agraria racional para “ser res-
petado [...] no interesa su extensión”. Es
entonces evidente, concluye Horne, “que
se han extendido los límites de defensa 
de la propiedad privada; el respeto es
mayor; y por tanto, si antes no sembró
inquietud la norma de expropiación, ahora
no caben dudas”.48
No obstante, el tema continúa preo-
cupando a los propietarios más concen-
trados.49
Cuestionamientos a la política agraria desde
las corporaciones de grandes propietarios
Se le cuestiona al gobierno, ya avanzado
el año 58, la excesiva debilidad frente a
una presión sindical fuertemente pertur-
badora, una desacertada política de salarios
que ha fomentado la inflación, y el man-
tenimiento de una frondosidad burocrá-
tica, debilidades de la acción gubernativa
que actúan como rémoras sobre el sector
de sus aciertos. En este contexto, y en lo
que concierne directamente al agro, es
indispensable fomentarlo al máximo. El
país necesita más exportación agraria para
los productores; defensa de los intereses de la indus-
tria nacional vinculada al medio agrario; precios sos-
tén o subsidios para los productores; regulación del
crédito y de la imposición fiscal; eliminación del
monocultivo y propensión a diversificar los cultivos;
construcción de caminos y de obras públicas; tecnifi-
cación del campo. Ibid., p. 16.
48 Ibid., p. 28.
49 El mayor cuestionamiento pasa por el precio
que se pague por el bien expropiado, que servirá de
base para la indemnización, que ha de ser el real: tanto
el proyecto de colonización del PEN, como el intento
de reforma agraria que se está pergeñando en la pro-
vincia de Buenos Aires, tiene el grave defecto de
rehuir el pago de ese precio real, que no puede ser
otro que el valor venal o de mercado del bien que se
expropie. Fijarle uno menor, por ejemplo el que
resulte de la estimación de los rendimientos físicos y
valor productivo promedio de los últimos diez años,
como lo propone el proyecto nacional sobre coloniza-
ción, comporta una injusticia irritante que puede
resultar contraproducente. En efecto, si en esta mate-
ria no se legisla con un ajuste estricto al más exigente
respeto de la propiedad individual, no se podrá dar ni
en el país ni en el extranjero, la sensación cabal de
que se vive en un Estado de derecho, lo que puede
afectar la necesaria introducción de capitales extran-
jeros para los distintos ámbitos de la economía, en
Revista, 1958, p. 1.
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hacer frente a la compra de los suministros
industriales: “pero si se dedica a vender
más heladeras y más ventiladores y se
abandona en la crianza de vacas o en el
cultivo de los granos, llegará el momento
en que tampoco podrá fabricar heladeras
ni ventiladores.”50
La Comisión Coordinadora de Enti-
dades Agropecuarias –entidad que con-
centra las corporaciones más importantes
de grandes propietarios–, considerando el
sistemático ataque que se viene realizando
contra el derecho de propiedad, la libertad
de comercio y la libertad de asociación,
resuelve comenzar a movilizarse, convo-
cando a otras sociedades rurales de primer
grado.51 En octubre de 1958 se realiza la
Primera Asamblea de Productores Rura-
les, organizada por aquella entidad, en
cuya “Declaración de principios”, afirma,
entre otras cuestiones, que el campo se
encuentra en plena crisis, provocando gra-
ves consecuencias morales, económicas y
sociales; que esta situación origina la es-
casez de los productos básicos para la 
alimentación, para las exportaciones, ge-
nerando el encarecimiento del costo de
vida, el desequilibrio de la balanza comer-
cial, el desarrollo de la inflación; que esta
situación crítica no se debe a factores natu-
rales, sino a los errores
de una política de intervención estatal, pro-
gresiva y creciente, de una burocracia dis-
crecional y de la intromisión de la política y
la demagogia en la conducción de la econo-
mía nacional; que estos factores han des-
truido el capital campesino y lo que es más
grave, el espíritu de progreso y de empresa
de los productores rurales, amenazados hoy
en sus derechos.52
Para la superación de esta situación,
las entidades rurales están dispuestas –afir-
man– a organizar un auténtico y pujante
movimiento gremial que haga respetar la
legitimidad de los derechos que represen-
tan. Las finalidades cuyo logro inmediato
se exige, son las siguientes: bregar para
hacer respetar el derecho de propiedad
sobre la tierra, sus bienes y el producto de
su trabajo; lograr que se pague a los pro-
ductores el precio real, eliminando la
interferencia del Estado en los cambios y
los precios políticos, que subsidian al con-
sumo y gravitan en forma exclusiva e
injusta sobre el sector agrario; asegurar la
libertad de comercio y el restablecimiento
de la libre competencia en la distribución,
comercialización e industrialización de los
productos agrarios; encarar la urgente
mecanización y tecnificación que el campo
exige de manera ineludible para aumentar
la producción y bajar costos; lograr,
mediante la capitalización de las activi-
dades agropecuarias, una mejora simultá-
nea de los salarios y de las condiciones de
vida del trabajador rural, única forma de
evitar el constante éxodo a las ciudades.53
Independientemente de los distintos
factores de perturbación para el agro a los
que se alude, hay un tema específico que
es el que más preocupa a estos sectores en
el momento inicial de la política agraria
frondicista: el ya mencionado proyecto de
Ley Agraria Nacional que, reiteramos, no
sale de la instancia legislativa. No obs-
tante la sola posibilidad de que el mismo50 “Un llamado de atención”, Conferencia del
presidente de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires,
doctor Méndez Delfino, en ibid.
51 Hereford, octubre de 1958, p. 485.
52 Ibid., noviembre de 1958, p. 355.
53 Ibid.
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sea tratado en sesiones extraordinarias,
conduce a una reacción virulenta, que se
orienta hacia el cuestionamiento de lo que
ellos mismos denominan reforma agraria.
Dicho proyecto tiene aristas extremada-
mente lesivas en tanto vulnera el derecho
de propiedad; se toman todos los recau-
dos necesarios para que el expropiado
reciba un precio vil por su predio, hasta el
punto de convertirse en una expropiación-
despojo;54 y porque no existen en el país
fundados motivos económicos ni sociales
que justifiquen la reforma agraria, sobre
todo cuando el mismo secretario de Agri-
cultura ha reconocido públicamente que el
Estado posee vastísimas extensiones, po-
niendo así en evidencia la realidad del país,
donde sobra tierra y faltan brazos para 
trabajarla: en efecto, el Estado, principal
latifundista, está en deuda con la socie-
dad por esta razón esencial.
La Comisión Coordinadora propone,
en cambio, un plan de promoción agraria
que encare el problema de la tierra y de
su producción sobre bases económicas y
no políticas:
La Comisión Coordinadora [...] no es una
entidad política, ni tiene ideologías políti-
cas, y le resulta penoso [...] denunciar la
maniobra que se prepara para sancionar esta
legislación contraria a nuestra estructura
jurídica, social y económica [...] Pero la ame-
naza que se cierne sobre el campo sigue
siendo otra irrealidad más, que un grupo 
de ideólogos infiltrados en el gobierno 
quiere llevar adelante para servir a sus sec-
tarismos.55
La reforma agraria de la que se habla
–afirma Pablo Hary–56 es una operación
política. La coherencia y posible aplicación
de la reforma agraria –la tierra para quien
la trabaja– está en el plano político, sobre
todo en el sentido de socialización de la
tierra, gran objetivo y vía de acceso para
llegar a la socialización universal. Esto
conduce, por un lado, a la liquidación de
los terratenientes, grandes y medianos,
que son los que obstaculizan la socializa-
ción, que estorban, que son capaces de
resistir. Y por otro, con el apoyo de los
chicos y de aquellos cuyo número es infi-
nito, que esperan recibir algo en el reparto.
Se trata, indudablemente, de la lucha de
clases en el campo, y la pulverización de
los medios de producción. Con el objeto
de salir del círculo infernal de sus elevados
costos, los nuevos productores atomiza-
dos entran en el juego de la cooperación:
cooperativas de consumo, de producción,
de maquinaria, bancos cooperativos, etc.
Sin duda se está asistiendo al periodo de
las grandes facilidades dadas por el Estado
a las cooperativas, las que extralimitan su
misión –que es económica– e invaden 
el campo de la política gremial, y luego el
campo de la política a secas, se hacen 
cada vez más grandes, más absorbentes,
entran cada vez más en la órbita del
Estado (créditos, fijación de precios, esta-
54 Lo que concretamente se cuestiona respecto a
la expropiación es lo siguiente: al relacionar el precio
con el rendimiento promedio de los últimos diez años,
no se tiene en cuenta que durante ese lapso el gobierno
fijó políticamente el valor de la producción, manejan-
do para ese fin los cambios aplicados a la exportación
de los productos del agro, subsidiando el consumo
interno a expensas de los productores y disminuyendo
su poder adquisitivo con un incontenido proceso infla-
cionario. Hereford, enero de 1959, p. 22.
55 Ibid.
56 Importante ganadero de la provincia de Buenos
Aires, perteneciente a la SRA y a la CARBAP.
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tización del comercio, etc.) y luego, bajo
su dependencia.57
EL AGRO Y EL PLAN DE ESTABILIZACIÓN
DE DICIEMBRE DE 1958
A comienzos de diciembre de 1958 el
ministro de Economía, doctor Del Carril,
asiste a la reunión convocada por el Fondo
Monetario Internacional en que deberá
tratarse el plan argentino de estabiliza-
ción económica. El objeto fundamental es
obtener, por parte del organismo, el retiro
de la segunda y tercera cuotas de un prés-
tamo ya acordado, a las que el país solo
puede aspirar si logra convencer de que
están dadas en su vida interna y en su
situación económico-financiera las condi-
ciones reglamentarias exigidas por esa ins-
titución. La gestión ministerial reviste
especial trascendencia, no sólo porque el
país necesita de los 75 000 000 de dólares
que suman esas dos cuotas, sino porque
depende de su obtención que otros orga-
nismos concedan ayudas financieras, entre
las que se cuentan como las principales,
300 000 000 de dólares del Eximport
Bank y 150 000 000 más de la Unión
Europea del Carbón y el Acero. Sin duda
la tarea que le espera en Washington al
doctor Del Carril no es fácil. Deberá con-
vencer de que el plan de rehabilitación es
capaz de garantizar la reducción de los
déficits que abruman al presupuesto na-
cional y a los organismos nacionalizados,
el aumento de la producción, la atenua-
ción del negativo balance de pagos, todo
ello sin descuidar una acción directa sobre 
la inflación y el reaseguro de que la paz
social no corre riesgos en nuestro país, con-
dición sine qua non para la obtención de
ayudas financieras y de inversiones 
de capital.58
Este plan fue anunciado a fines de
diciembre de 1958 y preparado sobre la
base de las recomendaciones del FMI, que
se negaba a dar mayor asistencia finan-
ciera si no mediaba un compromiso del
gobierno de implementar un plan anti-
inflacionario. El objetivo del Plan de
Estabilización era lograr el equilibrio pre-
supuestario y del balance de pagos, elimi-
nar el proceso inflacionario y liberalizar la
economía. En tanto la inflación y los dese-
quilibrios eran consecuencia, según los
expertos, de la excesiva oferta de dinero, se
trataba de limitar esta a través de una dis-
minución del gasto público, la contención
de los aumentos de salarios, una restric-
ción del crédito bancario y la supresión
de los controles de precios, cambios y sub-
sidios; una vez desaparecida la inflación,
las fuerzas del mercado se ocuparían de
lograr un crecimiento sano y sostenido de
la economía argentina.59 El 1 de mayo
–expresa Frondizi– expusimos con clari-
dad la situación del país; señalamos su
gravedad y anticipamos que iba a ser ne-
cesario adoptar medidas de fondo para 
evitar que la nación cayera en cesación 
de pagos internos y externos; para ello 
se debía
contener el devastador proceso inflacionario,
sanear la moneda y crear las condiciones de
estabilidad y seguridad que permiten nues-
tro progreso. Se debían asegurar [...] los
recursos financieros indispensables para evi-
tar que el agotamiento de las reservas de oro
57 Hary, “Reforma”, 1959, pp. 631-633.
58 “La gestión del Dr. del Carril”, en Revista, 1 de
diciembre de 1958, p. 1.
59 Niosi, Empresarios, 1974, p. 57.
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y divisas condujera a la paralización de los
suministros externos, la quiebra industrial,
la desocupación y la miseria popular. Ha lle-
gado el momento de afrontar los hechos y
adoptar remedios heroicos.60
La estabilidad no sólo era necesaria
para modernizar la economía del país: lo
era también para el logro del progreso
material, de la paz social y del desarrollo.
La estabilidad era la prioridad absoluta,
por encima de la consigna electoral de
legalidad, paz social y desarrollo.61
En enero de 1959 el secretario de Esta-
do de Agricultura y Ganadería de la Na-
ción, Bernardino Horne, emite un men-
saje dirigido a todos los productores del
país para explicitar la función del campo
en relación con el Plan de Racionalización
y Austeridad. Se alude allí a los esenciales
problemas del ámbito agrario tales como
descenso de las áreas sembradas con los
principales cultivos, disminución de exis-
tencias ganaderas vacunas, decaimiento
de la rentabilidad económica de la empre-
sa rural, incremento de la población, que
no es correlativo a un aumento de la pro-
ducción. Ante este panorama –y teniendo
presente la extraordinaria significación de
la producción agropecuaria en el saldo de
nuestra balanza comercial, además de su
relevancia en el plan del gobierno, que
apunta a una integración racional donde 
se balanceen adecuadamente el desarrollo
energético, siderúrgico, químico, junto con
el de la producción agraria, dando a esta
un poder de compra perfectamente corre-
lacionado con las demás actividades–,62
las soluciones que se plantean son el acre-
centamiento en volumen y valor de la pro-
ducción con modificaciones adecuadas de
estructura; el mejoramiento de la produc-
tividad agraria, sobre la base de un perfec-
cionamiento tecnológico;63 el incremento
60 Frondizi, Mensajes, 1978, p. 229.
61 El Plan de Estabilización contemplaría las
siguientes medidas: 1. Imposición de una cotización
única del peso, libre y fluctuante para todas las impor-
taciones y exportaciones, aunque las importaciones
no esenciales (de acuerdo con su grado de necesidad
para el país) recibirían una sobretasa –entre 20 y
40%– según listas elaboradas por el gobierno, que
fundamentalmente incluían bienes de equipo y mate-
rias primas; todos los bienes que se producían en el
país y artículos de lujo recibían un gravamen de
300%. 2. Eliminación del sistema de cuotas, per-
misos de importación, y otros procedimientos que
arbitrariamente someten la actividad económica a la
decisión de un funcionario. 3. Retenciones sobre las
exportaciones: 10% del valor de la exportación de la
mayoría de los productos agropecuarios, 20% del
valor de exportación de casi todos los cereales, semi-
llas, oleaginosas, quebracho y cueros. Durante 1960-
1961 se eliminaron la mayoría de los impuestos sobre
las exportaciones. 4. Restricción del crédito bancario
y el dinero circulante para eliminar las tendencias
inflacionarias. 5. Eliminación de todos los subsidios
directos e indirectos al transporte público para que
este se autofinancie, y aumento sustancial de las tari-
fas de todos los servicios públicos. Szusterman,
Frondizi, 1998, p. 178. El balance global del Plan de
Estabilización es negativo. Los objetivos no fueron
alcanzados, en tanto la inflación no se detuvo, los défi-
cits no fueron disminuidos en el presupuesto nacio-
nal, no se equilibraron las cuentas externas, y además
se produjeron otros efectos no buscados por el Plan:
una nueva traslación de ingresos del trabajo hacia la
empresa, una aceleración de la concentración y desna-
cionalización de la economía, especialmente del sec-
tor industrial. Niosi, Empresarios, 1974, p. 57.
62 Secretaria de Estado, Discurso, 1959.
63 A comienzos de 1959 el PEN crea la Comisión
Nacional de Administración del Fondo de Apoyo al
Desarrollo Económico (CAFADE) para coordinar, pro-
gramar trabajos y promover investigaciones y brindar
asesoramiento, destinado a fomentar el desarrollo eco-
nómico. Fue creada sobre las bases establecidas en el
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de la rentabilidad de la empresa agraria,
no sólo a través de los precios, sino conju-
gando armónicamente la relación de estos
con los costos y buscando la diversifica-
ción y/o integración de la producción, y
planes adecuados de empleo de la super-
ficie disponible, con una gama de di-
versas actividades que permitan usar al
máximo, en el tiempo, el potencial tra-
bajo y el espacio. Se ha señalado insisten-
temente cómo, en años anteriores, una
equivocada política económica y social,
en su preocupación por otorgar facili-
dades y beneficios al nivel de vida de los
asalariados urbanos, originó un desequili-
brio en la economía nacional en evidente
perjuicio de los productores rurales; su
situación económica decayó considerable-
mente en comparación con la de otros sec-
tores, y el resultado fue el descenso de la
producción agraria y la reducción de las
exportaciones.
El país se acerca a la estabilidad, tiende
a restablecer la confianza, vislumbrándose
así la acción de desarrollo. Tanto el Estado
como las fuerzas vivas coinciden, en gene-
ral, en la defensa y apoyo de las industrias
existentes y en la conveniencia de fomen-
tar y estimular la creación de toda nueva
industria útil. Esta protección, estímulo
y fomento se concretan en medidas protec-
cionistas que irán disminuyendo a medida
que se creen condiciones favorables al
desarrollo industrial. Es innegable la po-
sición del gobierno, manifestada en la
aspiración de poner en funcionamiento las
teorías del neoliberalismo de libre em-
presa, comercio libre y libre competencia,
tendente a lograr que no subsistan en el
país más que industrias útiles, eliminando
todas aquellas que se consideren parasita-
rias al no poder subsistir sino mediante 
la implantación de recargos excesivos a la
procedente del extranjero.64Hasta tanto se
consiga la realización integral de este pro-
grama, la recuperación del agro como con-
secuencia de las medidas adoptadas en
diciembre de 1958 se ha desvirtuado por
una serie de disposiciones proteccionis-
tas que inciden en forma progresiva sobre
los costos de producción. El plan de recu-
peración de la ganadería es lento en su
desarrollo por razones biológicas, y trascu-
rrirán varios años hasta que se rehagan los
rodeos, lo que incidirá también en la pro-
ducción agrícola, dada su estrecha interde-
pendencia. Sin duda, es contraproducente
que por razones puramente fiscales es-
tén recargados con altos gravámenes ele-
mentos de primera necesidad para la pro-
ducción, como herbicidas, insecticidas,
Acuerdo General para un Programa de Cooperación
Técnica, suscrito entre el gobierno argentino y el de
Estados Unidos, a mediados de 1957. Varios son los
objetivos que integran el plan de acción de la CAFADE,
pero el más importante, sobre todo en los años que nos
ocupan, es la denominada “Operación Carnes”. Esta
prioridad se debe a la necesidad de resolver a corto
plazo los problemas de nuestra producción de carne
vacuna que es, en definitiva, la mayor fuente de ingre-
sos de divisas. “Operación...” procura, por medio de
un plan de acción coordinado e integral, atacar todos
los obstáculos que se oponen al aumento y mejora-
miento de aquella producción que debe lograrse en el
menor lapso posible, sobre la base de incrementar 
el rendimiento de carne vacuna en las superficies
actualmente en explotación. Para ello ha encarado la
solución de tres tipos de problemas: la alimentación
animal (más cantidad de alimentos por unidad de
superficie), sanidad animal (mejor atención sanitaria
de la hacienda) y genética animal (técnicas zootécni-
cas que permitan individualizar padres capaces de
producir novillos de gran precocidad y rápida termi-
nación con carne magra), La Chacra, septiembre de
1960, pp. 66-68. 64 Rueda, “Agricultura”, 1960, p. 669.
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abonos, etc., al igual que desalentar la pro-
ducción del agro con retenciones y otros
gravámenes que implican para el produc-
tor una pérdida apreciable.65 Por lo tanto,
si bien es exacto que el país debe indus-
trializarse, no es menos cierto que su desa-
rrollo debe producirse de modo tal que
no asfixie al campo, teniendo en cuenta
que es este, por el momento, el único que
puede superar el estancamiento actual.
Como es evidente, la situación del agro
es fuertemente cuestionada por los pro-
ductores, en tanto estos evalúan que en
dos años –hacia fines de 1960– poco se
ha hecho para concluir con las verdade-
ras causas de la improductividad e inefi-
ciencia que en varias formas traban los
esfuerzos de la producción: impuestos 
elevados, burocracia excesiva, prácticas
antiproductivas que, existentes antes, que-
daron de alguna manera ocultas por la
sombra absorbente de la situación cam-
biaria. Pero ahora han surgido plena-
mente. Las retenciones cambiarias sobre
los productos de exportación –justifica-
das como medio técnico para evitar un
súbito desnivel en los ingresos de los sec-
tores productivos del país y que han sido
fecunda fuente de ingresos para el erario
público– van siendo reducidas paulatina-
mente, fundamentalmente porque la pre-
sión de los costos impide a la producción
agropecuaria competir con ellas en los
mercados internacionales; no son redu-
cidas en cumplimiento de una política
preestablecida, sino por imperio de los
hechos económicos que determinan al
Estado a perder ingresos internos para
mantener la producción de divisas. En este
sentido, en un editorial de la revista Here-
ford se realiza la siguiente comparación,
de por sí ilustrativa:
Podemos comparar al productor agropecua-
rio con un hombre encerrado en un tonel de
hierro al que se le da el aire necesario para
que pueda seguir respirando cuando es indis-
pensable, pero sin que el tonel sea despeda-
zado. ¿Qué pasará cuando el aire, las reten-
ciones cambiarias, se concluya y sea preciso
romper la prisión a cualquier costo y con
apresuramientos?66
Tanto la producción agrícola como la
ganadera se mantuvieron estancadas
durante el periodo frondicista. En lo que
hace a la distribución de la tierra, las me-
didas tomadas no dieron los resultados
propuestos durante el periodo electoral,
lo que de alguna manera ha quedado
manifestado en el giro de las concepciones
de los protagonistas del momento. Ese no
era el problema, en tanto el país necesi-
taba la integración del sector agropecua-
65 Más de 80% de nuestra exportación proviene
de la actividad agropecuaria, contribuyendo la gana-
dería con 400 000 000 de dólares, y con otro tanto
la agricultura. Lo que aporta esta última actividad lo
obtiene embarcando anualmente 5 300 000 tonela-
das. Si se tiene en cuenta que el país alcanzó a expor-
tar 18 000 000 de toneladas y que el consumo interno
aumentó desde entonces por crecimiento vegetativo
solamente 1 700 000 toneladas, si lográsemos nue-
vamente aquella cifra nos quedaría un saldo exporta-
ble de 16 300 000 toneladas, o sea, 11 000 000 más
por año que en la actualidad; esta recuperación signi-
ficaría para el país un ingreso de aproximadamente
800 000 000 de dólares adicionales, suma amplia-
mente suficiente para resolver todos los problemas
financieros. Un aumento masivo de la producción del
agro en este sentido, y por no depender de una evolu-
ción biológica como en el caso de la ganadería, podría
realizarse en el término de uno o dos años, ibid.
66 “Balance del año”, Hereford, diciembre de 1960,
p. 680.
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rio, cuyas explotaciones, organizadas como
empresas capitalistas, padecían las mismas
limitaciones y carencias que los estableci-
mientos industriales. En este contexto, el
problema agrario era, según Frigerio, el ba-
jo nivel de capitalización, la falta de infra-
estructura, las dificultades para acceder al
crédito y el atraso tecnológico; con estos
argumentos Firgerio ensaya la refutación
de los reformistas agrarios, llamando la
atención respecto
de la confusión ideológica de quienes descri-
bían presuntas supervivencias feudales en el
sector que, desde sus orígenes y al menos en
Argentina, había asumido un papel de gran
dinamismo precisamente por apelar de mane-
ra dominante a la explotación capitalista.67
En iguales términos define Frondizi a
la agricultura argentina dentro de los mar-
cos de las formas capitalistas de explota-
ción:68 no se trata –afirma–, como en otros
países subdesarrollados, de superar, modi-
ficar o transformar estructuras socioeco-
nómicas precapilatistas, ni de resolver el
problema social de un alto índice de con-
centración de propiedad dentro de un cua-
dro de población predominantemente
campesina: el problema es convertir o
transformar las explotaciones agrarias en
verdaderas empresas, cuya diferencia con
la empresa propiamente industrial no sea
otra que el objeto a que están dedicadas;
el problema agrario en Argentina es un
problema de incremento de la productivi-
dad; allí se encuentra “el sentido de cual-
quier postulación de reforma agraria”.69
El otro objetivo que los desarrollistas
plantean respecto a la política agraria des-
de fin de 1958 es restablecer al sector
agroexportador como elemento dinámico
de la economía. Para ello fue liberado, a
comienzos del año 59, el mercado de cam-
bios; la tasa de cambio efectiva pasó de
28 $ por dólar a 82 $ en abril de 1962,
una devaluación de 300% en tres años.
También fueron aumentados los precios
mínimos fijados por la Junta Nacional de
Granos para las cosechas; se abolieron los
restantes controles de precios para la venta
al consumo interno de los productos agro-
pecuarios; se impusieron retenciones a las
exportaciones, de 10% para las carnes
enfriadas, congeladas y en conserva y para
las lanas y el ganado en pie, y de 20%
para los cereales y oleaginosas con sus sub-
productos y para las carnes saladas y los
cueros. El Estado obtuvo así cada año
aproximadamente 10% de sus ingresos
fiscales del sector exportador, aunque el
porcentaje se reduce hacia el final del
periodo, en que las retenciones son dis-
minuidas para compensar el aumento de
precios internos. De todos modos, la deva-
luación produjo una importante trasla-
ción de ingresos en favor del empresario
agroexportador, traslación que no dio los
resultados esperados ya que la producción
se vio sensiblemente estancada. Tam-
67 Landaburu, Alternativa, 1999, p. 446.
68 Las razones que avalan esta concepción son las
siguientes: las relaciones entre los arrendatarios y los
propietarios o entre ambos y obreros agrícolas repo-
san en contratos y no en relaciones de estatus de tipo
tradicional, feudal o semifeudal; el destino de la pro-
ducción es el mercado y no la subsistencia; la renta de
la tierra es renta capitalista; la mano de obra libre, de
hecho y de derecho, se utiliza en forma masiva; las
tareas se encuentran mecanizadas de manera relativa,
con el agregado de que el bajo índice de población
rural hace de la mecanización el único procedimiento
económico para abaratar costos, Frondizi, Problema,
1965, p. 11. 69 Ibid., p. 10.
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bién se implementaron una serie de me-
didas destinadas a reconstituir los stock
ganaderos: se dictaron retenciones a la
exportación de carne y ganado que eran
menores que las impuestas a la produc-
ción agrícola, con el objetivo de aumentar
las existencias vacunas.70
El estímulo a las actividades agrarias
no sólo se justifica por su vinculación con
el problema del balance de pagos; su
importancia es aún mayor. El crecimiento
vegetativo de la población, por un lado,
y el estancamiento de nuestra producción
agraria, por el otro, señalan ya el peli-
gro de la progresiva disminución de los
saldos exportables y, eventualmente, el
riesgo del inadecuado abastecimiento del
mercado interno. Se destacan dos argu-
mentos contra la política económica diri-
gida a expandir nuestras exportaciones
agropecuarias. En primer lugar, la expan-
sión de las actividades agrarias en la
medida necesaria para equilibrar el inter-
cambio comercial no podría llevarse a cabo
con la rapidez requerida por la magnitud
de nuestra deuda externa y las crecientes
necesidades de la industrialización y de
una población en expansión. En segundo
lugar, las perspectivas de los mercados
internacionales para nuestra producción
agrícola ganadera no serían promisorias
de manera que, aún en el supuesto de
lograr con eficiencia y razonable rapidez
un incremento considerable de nuestros
saldos exportables en materia de cereales
y sus derivados, surgiría el problema de
su comercialización por carencia de su-
ficientes mercados. La pretendida sus-
titución de importaciones no puede ser
ejecutada a corto plazo; en general se nece-
sitan varios años para lograr progresos sig-
nificativos y ello a expensas de consumos
adicionales de divisas. Es evidente enton-
ces que no se podrían lograr resultados de
envergadura durante los próximos tres o
cuatro años en materia de balance de pa-
gos a través de la sustitución de las impor-
taciones. Pero el problema presenta aún
algunas complejidades adicionales. Si el
país se lanzara a la promoción intensa de
algún sector de nuestras actividades eco-
nómicas, con el fin de sustituir importa-
ciones, algunos otros sectores se verían
postergados. En este caso, y habida cuenta
de nuestra situación económico-financiera,
no se podría intentar un esfuerzo consi-
derable de expansión de las actividades
agrarias y pretender, simultáneamente, la
sustitución en gran escala de nuestras
importaciones, en tanto los recursos a
nuestro alcance son limitados. Existen di-
ficultades monetarias muy obvias y serios
problemas en cuanto a la disponibilidad
de los instrumentos económicos del caso:
mano de obra, materias primas, energía,
transportes, tecnología, y dirección. En
este contexto son válidos los esfuerzos diri-
gidos a corregir nuestras dificultades en
materia de balance de pagos mediante una
expansión de la producción agraria basada
en la alegación de que ella no se podría
alcanzar con la suficiente rapidez como
para resolver los problemas inmediatos,
pues la misma dificultad surgiría si se 
pretendiese alcanzar el mismo resultado
a través de la sustitución de importaciones.
Por lo tanto, el desafío es cuidar la ren-
tabilidad y solidez económica de las 
producciones agropecuarias.71
70 Niosi, Empresarios, 1974, p. 60.
71 En función de lo expresado cabría determinar
bajo qué procedimientos el país podrá atender sus
fuertes compromisos externos durante los próximos
años. El total de la deuda externa oficial, incluyendo
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Ante las medidas que exhibe el Plan de
Estabilización respecto al sector agrario,
las corporaciones de grandes propietarios,
agrupados en la Comisión Coordinadora
de Entidades Agropecuarias, plantean sus
parciales acuerdos al respecto, así como
marcan sus pronunciadas diferencias, en
defensa del desarrollo integral del agro,
en tanto pilar fundamental de la riqueza
nacional, aun sin ignorar que el país aspira
al crecimiento de sus industrias.
La Comisión [...] no desconoce los aspectos
positivos de la política sectorial, pero a la
vez advierte sobre el retardo, la dualidad o 
la flaqueza en la ejecución de esa política,
que incluso puede derivar en la vuelta a regí-
menes cuyo retorno el país repudia, o lo que
es más grave aún [...] puede producirse una
crisis que será aprovechada por ideologías
repugnantes, que ya han logrado abrir una
puerta en América.72
No se está cumpliendo con la promesa
en oportunidad de anunciar públicamente
la estabilización monetaria y de precios,
de lograr un equilibrio presupuestario. La
política fiscal no responde, en los hechos,
a ese anuncio; se han creado nuevas car-
gas impositivas y elevado las existentes,
sin considerar que su incidencia en costos
y precios descoloca el producto argentino
en el mercado exterior; el incremento de
25% en el impuesto a las ventas es demos-
trativo del criterio fiscalista que inspira
medidas de este perfil. En este contexto
es importante entender que el agro no
puede regular a voluntad los precios, tal
como ocurre en la industria o el comer-
cio. El precio de los productos agropecua-
rios está regido por el mercado inter-
nacional dentro del cual cada vez se puede
competir menos en razón de los eleva-
dos costos, lo que induce a la pérdida de
muchos clientes y a la imposibilidad 
de ganar nuevos compradores.73 Pero ade-
más de perder mercados, el rubro fiscal
provoca desaliento en el hombre de cam-
po, que hasta llega a malvender sus tie-
rras a fin de invertir su capital en otras
actividades más remunerativas; la reduc-
ción del área sembrada y el éxodo campe-
sino son los procesos más demostrativos
de esta realidad. Las retenciones a las ex-
las particulares del Eximbank y el Club de París, a
pagar durante los próximos cuatro años, alcanza los
siguientes valores: 1963, 383 900 000 dólares; 1964,
459 700 000; 1965, 318 500 000 y 1966, 246 800 000.
Nuestras exportaciones durante los últimos trece años
han oscilado alrededor de los 1 000 millones de dóla-
res, con un máximo de 1 177.5 en 1950 y un mínimo
de 687 800 000 en 1952. En el mismo periodo las
importaciones han alcanzado un promedio de 1 163,
con un máximo de 1 480 en 1951 y un mínimo de
795 100 000 en 1953. Como se ve, ha existido un
déficit en el intercambio comercial, cuya misma per-
manencia señala que obedece a causas estructurales y
no meramente pasajeras. Por tanto, resulta indispensa-
ble ser realista y medido en la concertación de nuevos
contratos que multipliquen nuestras obligaciones ex-
ternas, cuando todavía no se ha logrado la necesaria expan-
sión de nuestras exportaciones agropecuarias. La Chacra,
noviembre de 1962, p. 113.
72 “Declaración de la Comisión Coordinadora 
de Entidades Agropecuarias”, Hereford, enero de 1961,
p. 34.
73 La conducta fiscal ejerce notable influencia en
el alza de los costos del productor campesino. La plu-
ralidad de impuestos llegan a sumar 5 800 $ por tone-
lada de chilled, 5 350 $ por tonelada de congelada y
6 000 para el conjunto de carnes y menudencias, que
representa de 65 a 79 dólares, lo que ha impedido
ganar licitaciones por una diferencia aproximada de 20
dólares. En función de ello, es evidente que el Estado
no percibe el impuesto que pretende ya que el país
deja de exportar mayores volúmenes, lo que al final se
traduce en pérdida de divisas, indispensables para
cumplir nuestro programa de desarrollo, ibid.
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portaciones que gravan casi exclusiva-
mente al agro, y mantenidas solamente
por razones fiscales, importan una sus-
tracción de recursos al productor en be-
neficio del Estado, lo que impide también
competir en el exterior y posterga, de
hecho, la modernización de los procesos
productivos. También hay otros asuntos
que requieren urgente solución, tales
como el alto valor de adquisición de ma-
quinarias e implementos para el agro; la
carestía del combustible, energía y trans-
portes y el manejo del crédito. Sobre la
base de este diagnóstico, la Comisión pro-
pone eliminar todas las trabas que se opo-
nen a un mayor incremento de la produc-
ción agropecuaria; suprimir las retenciones
que gravan la exportación, devolviendo al
productor el justo precio de su trabajo, de
modo que al capitalizarse le sea posible el
uso de las técnicas más modernas; atacar
con energía los vicios que impiden redu-
cir los déficits presupuestarios, tales como
la burocracia, los gastos públicos super-
fluos, y las empresas estatales.
CONSIDERACIONES FINALES
1. La política agraria del frondicismo está
enmarcada en un particular contexto
internacional, en cuyo centro se halla la
doctrina de la CEPAL, la que, después de
un diagnóstico certero respecto a la reali-
dad socioeconómica de los países latinoa-
mericanos, pone énfasis en la necesidad
de realizar una serie de reformas estruc-
turales que se orienten a superar los obs-
táculos para el desarrollo. Así propone la
industrialización planificada, la reforma
agraria, la democratización política: nada
se deja librado al azar ante la realidad de
la región latinoamericana que presenta
fisuras significativas como para encarar un
proceso dinámico de desarrollo. Planifica-
ción del desarrollo, protección del mer-
cado interno, integración latinoamericana,
financiamiento externo, son los propósitos
a lograr, pero también las adecuadas res-
puestas a la situación del estrangulamiento
externo (balanza de pagos, asistencia exte-
rior), y de los obstáculos internos al desa-
rrollo (subempleo, distribución regresiva
del ingreso, marginalidad). Evidentemen-
te, a medida que Estados Unidos y varios
gobiernos de Latinoamérica insisten en 
la gravedad del peligro comunista y de la
posible subversión interna, cobra también
fuerza la demanda de ayuda financiera y de
mejores precios para las materias primas;
hasta 1958 las condiciones reinantes no
obligaron a Estados Unidos a ofrecer, y
menos a conceder la ayuda que se le pedía;
pero a partir del triunfo de la revolución
cubana la situación cambia; y en este con-
texto la Alianza para el Progreso se confi-
gura como un instrumento defensivo de
las clases dominantes, como expresión
avanzada del monroísmo y del anticomu-
nismo, como respuesta al descontento
popular, y como freno y alternativa res-
pecto a la revolución en Cuba. Pero ya la
Alianza no es el tradicional instrumento
utilizado por Estados Unidos para prote-
ger sus intereses. Ahora se constituye en
todo un nuevo intento para convencer a
América Latina de que su único camino es
el que ese país le ofrece; no obstante la
Alianza no expresa la mera repetición de
consignas de otros tiempos, sino que
implica un cambio significativo: mientras
que hasta hace poco tiempo Estados
Unidos defendía abiertamente los intere-
ses de los grupos más conservadores, ahora
se pronuncia, entre otras cosas, contra el
latifundio y contra la distribución regre-
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siva de la riqueza. Sin embargo se exhibe
con total claridad que la Alianza no pre-
tende hacer frente a las principales causas
históricas del atraso y la pobreza de
América Latina, sino tan sólo cerrar el paso
a los movimientos populares que pueden
lesionar los intereses creados y alterar la
tranquilidad y el orden, accediendo a algu-
nos cambios más o menos superficiales
que “sólo modifiquen la fachada de nues-
tros países”.74
2. En cuanto al contexto interno, en
el momento en que Frondizi llega al
gobierno la situación manifiesta perfiles
críticos. Estancamiento de la producción
primaria, saldo de la balanza comercial
negativo, industria frágil y desintegrada,
red ferroviaria obsoleta, sistema energé-
tico deficiente, todo en un contexto de un
fuerte proceso inflacionario. En este marco
ninguna actividad productiva del país po-
día funcionar. Ante esta realidad era nece-
sario incrementar la integración produc-
tiva elevando la intensidad del capital y la
rápida ampliación del espectro industrial
interno como prerrequisito para obtener
una tasa sostenida de crecimiento econó-
mico. Ello requiere de un contexto de esta-
bilidad, pero no como cuestión previa, en
tanto esta no puede adquirir viabilidad sin
un enérgico impulso previo al desarrollo.
3. Durante los primeros meses de
gobierno, y siguiendo con la misma línea
de las propuestas del periodo electoral,
quedan en pie, en lo que a política agra-
ria se refiere, las postulaciones consignadas
en su momento en el Programa de Ave-
llaneda, lo que de alguna manera queda
plasmado –aunque con limitaciones– en 
el proyecto de Ley Agraria presentada al
Congreso por el PEN y que nunca alcanzó
sanción definitiva. No obstante, ya en el
discurso inaugural ante el Congreso Na-
cional, Frondizi, si bien hace referencia a
la necesidad del acceso a la propiedad 
de la tierra, pone mayor énfasis en aspec-
tos tales como la tecnificación, la me-
canización, la seguridad, la estabilidad,
proceso este último que puede escindirse
perfectamente de la condición de propie-
tario de la tierra. En realidad, se sostiene,
todos los procesos mencionados pueden
lograrse sin un cambio en la condición
jurídica de la tierra. La reforma agraria,
en el aspecto económico, es la que propi-
cia los recursos financieros y técnicos para
generar una verdadera empresa moderna,
y en el aspecto social, la que transforma a
la comunidad a través de la provisión de
los elementos básicos, desde vivienda y
energía, hasta escuelas y medios masivos
de comunicación. Las concepciones de
Frigerio no difieren de las de Frondizi,
sino que las profundizan, sosteniendo
como enteramente racional la tesis que
propugna la industrialización como punto
de partida para lograr el desarrollo del
campo, y desjerarquizando la idea opuesta,
sostenida por los reformistas, que postula
la reforma agraria para arribar a la indus-
trialización. Ya los problemas en la forma
de tenencia de la tierra se han diluido, y
todo el problema parece circunscrito a la
posibilidad de incorporar máquinas, elec-
tricidad, orientación técnica y protección
comercial. El problema esencial es el de
la productividad –a la que dramática-
mente se le quita todo tipo de contenido
social–, arribándose a través de la incor-
poración de capitales y de tecnología;
siendo la solución, tanto para la industria
como para el agro, una sola: desarrollo
económico, es decir, capitales, tecnología,
e industria pesada.74 Aguilar, Problemas, 1979, p. 52.
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4. Las corporaciones de grandes pro-
pietarios rurales mantienen una actitud
expectante frente a la política agraria del
frondicismo.75 Plantean sus parciales
acuerdos con el Plan de Estabilización en
general, pero realizan fuertes cuestiona-
mientos a las líneas del programa eco-
nómico relativas a los precios, derecho de
propiedad, libertad de comercio, cargas
impositivas, especialmente las retencio-
nes a las exportaciones, prórroga de los
arrendamientos rurales y la nunca sancio-
nada Ley Agraria nacional. En 1959 ocupa
la Secretaría de Agricultura Ernesto Mala-
corto, socio de la SRA, que reemplaza al
reformista Bernardino Horne; no obstan-
te, el tono de las grandes corporaciones
siguió siendo opositor, en tanto la cartera
de Agricultura dependía del Ministerio de
Economía, controlado por industriales.
5. Respecto al Plan de Estabilización,
si bien procura contribuir a la meta final
de la expansión de la economía y el mejo-
ramiento de las condiciones materiales de
vida, su finalidad directa es otra. No es su
propósito inmediato aumentar la produc-
tividad o elevar el nivel de vida de la
población. Su objetivo consiste en esta-
blecer un mínimo de orden previo que
suministre las bases indispensables para
un plan de desarrollo económico. Se ha
entendido que cualquier política expan-
siva tropezaría con dificultades insalvables
y que todos los esfuerzos quedarían en la
nada mientras no se hubieran logrado
resolver previamente algunos problemas
fundamentales que afectan peligrosamente
el funcionamiento mismo de la economía.
Estos problemas, cuya solución constituye
el objetivo propio del Plan de Estabiliza-
ción, se pueden reducir concretamente a
tres: el equilibrio del balance de pagos, la
eliminación de la inflación y el aumento
de la capitalización. Para el desarrollismo
la fortaleza de la expansión se asienta en la
gran empresa privada, aunque el Estado
no ha de asumir una posición neutral;
debe promover el desarrollo, favoreciendo
la capitalización privada en los sectores
considerados clave; de allí que se hayan
utilizado los resortes estatales para pro-
mover la inversión extranjera a través de
la devaluación y de ventajas crediticias e
impositivas. Entre las finalidades del plan
económico oficial, una de las fundamen-
tales fue proporcionar estímulos de desa-
rrollo a la economía agropecuaria, princi-
palmente a aquella que produce saldos
exportables y que puede proveer las divi-
sas que se requieren. El país necesita la
integración del sector agrario al proceso
de desarrollo, en tanto elemento dinámico
de la economía, no sólo por su vinculación
con el problema del balance de pagos, sino
también por la potencial disminución de
saldos exportables e inadecuado abasteci-
miento del mercado interno. El sector
terrateniente vio favorecida su capitaliza-
ción a través de la implementación de
mayores precios relativos, créditos y paula-
tina desgravación impositiva.
Lo que se manifiesta primordialmente,
tanto en el análisis de las políticas públi-
cas agrarias como en el ámbito del dis-
curso de las corporaciones representativas
de los sectores más concentrados, es la
existencia de una aguda disputa entre frac-
ciones de la clase dominante en tanto se
van generando cambos en las relaciones
de fuerza al interior de esta clase, en fun-
ción del tránsito hacia un nuevo régimen
de acumulación.
75No nos hemos referido en el trabajo, por cues-
tiones de espacio, a las líneas de acción de las corpo-
raciones de grandes propietarios.
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Bajo las condiciones del capitalismo
internacional, la industrialización –en su
fase superadora del proceso de sustitución
de importaciones– sólo parece posible en
el ámbito de países en desarrollo, en los
que los regímenes burocráticos/autorita-
rios pueden organizar el proceso de pro-
ducción, y particularmente la fuerza de
trabajo, con el objetivo de satisfacer las
demandas y expansión de las corporacio-
nes transnacionales.76
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